
“P o r  el Imperio del Derecho

La Revista
Com isión Internacional de Juristas

£Artículos

L a  Protección de los derechos humanos 
bajo estados de emergencia

Fali. S. Nariman 1

Los abogados y  las negociaciones de paz
Bertrand G. Ramcharan 17

Derechos Humanos y  Organización 
de Estados Americanos (1995-1996)

Felipe González, Diego Rodríguez, K atya Salazar 25

Redeña de Libros

Volunteerd agaltwt conflicto (Voluntarios contra conflictos) 41

Educación en materia de derechos humanos:
Nuevo manual para cursos universitarios 45

N ° 56 
Ju n io  1996
D irecto r: A d am a  D ie n g



Como asociarse a la Comisión Internacional 
de Juristas

L a  Com isión Internacional de Ju r is ta s  ( C I J )  es u n a organización no gubernam ental dedicada a  
prom over la  com prensión y  observancia del Im perio del D erecho y  la  protección ju ríd ica de los 
derechos hum anos en todo el mundo.

S u  sede central está u b icada en Ginebra, Suiza. Posee 75 secciones nacionales y  organizaciones 
jurídicas afiliadas. G oza de estatuto consultivo ante el C onsejo Económ ico y  Social de las N aciones 
U nidas, la  U N E S C O  , el Consejo de E u ro p a  y  la  O rganización de la  U nidad  Africana.

Su s actividades incluyen un a serie de publicaciones periódicas y  no periódicas; organización de
congresos y  sem inarios; realización de estudios sobre tem as que involucran el Im perio del D erecho 
y  la  publicación de inform es sobre ello; el envío de observadores internacionales a  ju icios penales; 
intervenciones ante gobiernos y  difusión de com unicados de p ren sa  referidos a  violaciones del 
Imperio del D erecho; el patrocinio de propuestas dentro de las N aciones U nidas y  otras organiza­
ciones internacionales p a ra  prom over m ecanism os y  redactar tratados y  convenciones tendientes a  
la  protección de los derechos hum anos.

S i usted sim patiza con los objetivos y  la  labor de la  Com isión Internacional de Ju r is ta s , lo invita­
m os a  apoyar su  labor asociándose a  ella, en calidad de:

Protector, contribución anual de 1000 Francos suizos
Sim patizante, contribución anual de 500 Fran cos suizos
Contribuyente, contribución anual de 220 Francos suizos

L o s Socios cualquiera sea  su  categoría, recibirán por correo aéreo ejem plares de todos los informes 
y  publicaciones especiales hechos por la  C I J ,  incluyendo L a  R evista, el boletín trim estral ( I C J  
N ew sletter) en el que se d a  cuenta de las actividades de la  Com isión (en inglés), y  el Anuario C I JA  
(Centro p a ra  la  Independencia de Ju e c e s  y  A bogados) (en español, francés e inglés).

Suscriptores
Alternativam ente, puede u sted  suscribirse solamente a  L A  R E V IS T A . Tarifa anual de suscripción, 
p a ra  la  edición en español, francés o inglés:

Por correo aéreo 24 Francos suizos
C orreo aéreo preferente 33 Francos suizos

E l pago  puede hacerse en Fran cos Su izos o en su  equivalente en otras m onedas, sea  mediante 
cheque o a  través de la  Société de Banque Suisse, G inebra, Suiza, cuenta N ° 142.548; N ational 
W estm inster Bank, 63 Piccadilly, London W1V O A J, cuenta N °  11762837; ó Sw iss B an k  
Corporation, 4 W orld Trade Center, N ew  York, N .Y . 10048, cuenta N °  0-452-709727-00. '

E l Secretario General, responsable del editorial, actúa de conform idad con la  política general defi­
nida p o r la  Comisión.

L os artículos expresan  la  opinión de sus autores; su  publicación p o r la  Com isión im plica que los 
m ism os han sido considerados de interés general. N o  ostante, la  Com isión se reserva el derecho de 
no aprobarlos en su  totalidad. L os artículos no firm ados, excepto el editorial, y  salo  indicación 
expresa, han sido elaborados p or el personal de la  Com isión, b ajo  la  dirección del Secretario 
General.



cArtículos

La Protección de los derechos humanos 
hajo estados de emergencia

T a li (S. TSlarhnan *

Tema - L a  mejor defensa para las 
libertades de una nación es prevenir su 
erosión luchando contra la ignorancia. 
L a  ignorancia constituye siempre la 
primera etapa en la violación de las 
libertades. Poco a  poco, a  través de 
maniobras sutiles a las que el Ejecutivo 
es propenso, se compromete la libertad 
haciendo primero compromisos sobre 
los principios que la sustentan. N o se 
debe permitir que la gente se olvide: 
ésta es una breve contribución para 
lograr este objetivo.

I. Introducción

H ay una relación inevitable entre 
Estado de Emergencia y  violación de 
derechos humanos.

Las violaciones más graves se dan 
en situaciones de tensión cuando el 
poder está (o cree estar) amenazado 
por fuerzas que contestan su autori­
dad. M.uy a  menudo, justifican los 
excesos de autoridad como una necesi­
dad para mantener el “orden social 
establecido”. Existe también la mala 
tendencia de prolongar el “Estado de

Emergencia”, más allá de la situación 
de emergencia que llevó a su imposi­
ción.

En 1982, la Comisión Internacional 
de Ju ristas (C I J )  realizó un estudio 
sobre quince países que habían experi­
mentado Estados de Emergencia en los 
años sesenta y  setenta. Los países 
seleccionados (literalmente de A  a  Z, 
Argentina a Zaire) incluyeron India. 
Por otra parte, un cuestionario 
detallado fué enviado a 158 Gobiernos 
diferentes, pero sólo pocos Gobiernos 
respondieron al cuestionario. En 1983 
la C I J  publicó el estudio y  el análisis 
de la información recogida en un libro 
titulado Edtado de Emergencia: Su
impacto éobre lo<i Derechos Humanod. 
Deliberadamente, la  cobertura del 
libro era de color negro.

¿Con qué efectividad están protegi­
dos los derechos humanos bajo 
Estados de Emergencia? ¿Cómo pue­
den ser protegidos efectivamente? No 
hay respuesta estándar dado que no 
hay modelo prefijado. E l grado de pro­
tección varía según los Estados, las 
constituciones y  sobre todo según los 
pueblos.

Presidente del Colegio de A bogados de India,' Presidente del Com ité E jecutivo de la 
Com isión Internacional de Ju ris ta s , G inebra.



E s quizás muy pronto para pronun­
ciarse sobre una protección a nivel 
universal. N i siquiera el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y  
Políticos (P ID C P) de 1966, instru­
mento básico de derechos humanos 
(adoptado y  ratificado por ciento trein­
ta países) ha resultado ser una medida 
adecuada, salvo cuando se le agrega la 
adopción por los Estados Partes de su 
Protocolo Facultativo. Aun cuando el 
Pacto prescribe un marco jurídico de 
protección, al mismo tiempo, contiene 
una “cláusula de escape”. E l artículo 4 
(del PID CP) reconoce a los gobiernos el 
derecho “en situaciones de emergencia 
pública que amenazan la vida de la 
nación”, de suspender las obligaciones 
contraídas bajo el Pacto “en la medida 
estrictamente limitada a  las exigencias 
de la situación”. Cuando se redactaba 
esta cláusula del PIDCP, Francia pidió 
que en su totalidad el derecho a un 
justo proceso no fuera suspendible. 
E sta  posición no prevaleció y  salvo en 
caso del principio de no retroactividad, 
previsto en un artículo aparte, la totali­
dad de derechos (a justo proceso) 
quedó librado a suspensión dejando así 
la puerta abierta a los abusos. Por más 
que en teoría el principio de la estricta

necesidad (“estrictamente limitada a 
las exigencias de la situación”) debería 
reducir los efectos de los poderes 
de emergencia sobre los derechos de 
las personas en detención o bajo juicio, 
la debilidad del único mecanismo 
internacional de control (presentar 
informes periódicos al Comité de 
Derechos Humanos) quita a  esa limita­
ción teórica mucho de su fuerza.

H ay una disposición similar al artí­
culo 4 (P ID C P ) en el Convenio 
Europeo sobre Derechos Humanos 
(art. 15), pero la protección de los 
derechos humanos en esta convención 
regional es más efectiva por la supervi­
sión de una Corte regional, el Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos de 
Estrasburgo1.

L a  diferencia entre los países que 
periódicamente han proclamado esta­
dos de emergencia pública poniendo 
en peligro los derechos humanos y  
aquellos países que no han recurrido a 
declarar estados de emergencia, es 
comparable con la diferencia entre una 
“familia feliz” y  una familia infeliz tan 
claramente presentada por Tolstoi en 
las primeras lineas de “Ana Karenina”.

1 L a  Convención E u rop ea sobre D erechos H um anos (C E D H ) - Art. 15 - d e ja  a  las autoridades 
nacionales un gran  m argen de apreciación; pero los E stad o s Partes al C E D H  no tienen un 
poder ilim itado a  este respecto. L a  Com isión es responsable de velar p a ra  que los E stad o s 
observen sus obligaciones mientras que el Tribunal Europeo de Derechos Hum anos tiene el poder 
de dictam inar sobre si los E stad os han ido m ás allá de lo “estrictam ente lim itada a  la  exigencia 
de la  situación" de crisis. E l margen de apreciación de las autoridades nacionales está acom pañado 
por la  supervisión del Tribunal. Al contrario, bajo  el P ID C P  no hay un a Corte Internacional 
p a ra  supervisar las obligaciones de los E stad os. L as  funciones de supervisión bajo el P ID C P  
son efectivas sólo cuando el E stado Parte, ratifica el Protocolo Facultativo; el Protocolo permite 
a  los individuos presentar directam ente al Com ité de D erechos H um anos, quejas contra 
E stad os Partes por violaciones de derechos hum anos básicos.

Fu e sólo después de levantar el E stad o  de Em ergencia de 1971 y  1975 (M arzo, 1977) que 
India ratificó el P ID C P , en 1979. India no h a ratificado ni accedido al Protocolo Facultativo. 
D e  hecho, los únicos países asiáticos que lo han hecho h asta aqu í son Filipinas y  S r i Lanka.



"Todas las familias felices se aseme­
jan, pero cada familia infeliz es infeliz a 
su manera”

En India hemos tenido nuestra 
parte de tiempo difíciles - "a nuestra 
manera”. Todo empezó cuando se esta­
ba redactando la Constitución de 
India.

II. Constitución de India: ante­
cedentes y  disposiciones de 
em ergencia

L a Asamblea Constituyente que se 
reunió por primera vez el 9 de 
Diciembre de 1946, inició sus delibera­
ciones sobre una constitución escrita 
para India, en medio de un cambio 
político de tremendas proporciones. 
Primero, la partición del país y  la sal­
vaje destrucción de personas y  bienes; 
en segundo lugar, la insistencia de 
gobernantes de algunos Estados de 
India por quedar fuera de la Unión y  
luchar por su propia "independencia”.

Después, para coronarlo todo, vino el 
asesinato en 1947 de U Aung San y  
muchos de sus colegas de gabinete en 
la vecina Birmania. E sta sucesiva pre­
sión de acontecimientos tan significativos 
tuvo su efecto, los acontecimientos 
influenciaron fuertemente a los padres de 
la Constitución de India quienes bus­
caron estructurar el documento funda­
mental de manera a preveer un 
Gobierno Central con fuertes poderes 
especiales.

L a  Constitución de India entró en 
vigor el 26 de enero de 1950. Contenía 
una parte especial (Parte X V III), 
con el titulo “Disposiciones de 
Emergencia”, artículos 352 a 3602. 
Contenía también una disposición 
permanente para la Detención 
Preventiva en el mismo capítulo sobre 
Derechos Fundamentales (Parte III). 
L a  Asamblea Constituyente (que se 
convirtió en el primer Parlamento 
Provisional de India) adoptó la primera 
ley sobre la Detención Preventiva 
(1950), apenas un mes después de la 
entrada en vigor de la Constitución, el 26 
de febrero de 19503. Este no era un

2 Tal como estaba redactado, el artículo 352 perm itía al Presidente (que ha de entenderse como 
Gobierno Central) hacer un a declaración de em ergencia cuando la  seguridad  de India o de 
cualquiera de sus partes fuera am enazado "por guerra o agresión externa o disturbios internos”. 
Tal declaración aparejaba la  suspensión autom ática del artículo 19 (derechos y  libertades - de 
expresión y  prensa, de asociación, de movimiento, de propiedad, de comercio y  profesión); 
artículo 358. E l Presidente tenía tam bién el poder al declarar el estado de em ergencia, de sus­
pender el derecho de ped ir a  los tribunales la  aplicación de cualquiera de los derechos funda­
m entales contenidos en el capítulo sobre D erechos Fundam entales.

3 L a  D etención Preventiva se  introdujo en India como m edida perm anente y a  en 1818, prim ero 
en la  Presidencia de Bengal, se extendió después (en 1819) a  M adras y  en 1827 a  la 
Presidencia de Bom bay. D urante la  segun da gu erra mundial, la  ley sobre D efen sa de India 
(1939) autorizaba la  D etención Preventiva. D e  1947 a  1950 se adoptaron rápidam ente las 
leyes sobre Orden y  Seguridad Pública (que autorizaron la  Detención Preventiva en todo el país). 
L a  Constitución de India adm itió la D etención Preventiva como parte  de la  adm inistración 
norm al de la  ley y  el orden en el pa ís y  previo solo mínimas garantías constitucionales pero 
aun éstas, podían ser suspendidas bajo el período de em ergencia proclam ado en virtud del 
artículo 352.



buen augurio para los derechos huma­
nos. Bajo las disposiciones de esta ley
(i) se prohibía expresamente a las 
Cortes cuestionar la necesidad de cual­
quiera orden de detención dictada por 
el Gobierno (ii) no se podía presentar 
ninguna prueba ante ningún tribunal, 
ni por el detenido ni por la autoridad 
sobre la causa de la detención, ni podía 
la corte obligar a que se den los moti­
vos y  (iii) las cortes no podían investigar 
la veracidad de los factores tomados 
en cuenta por el Ejecutivo para justificar 
la detención de las personas. 
Aprendimos a  vivir con estas leyes 
drásticas durante más de una década. 
Pero lo peor era consentirlo.

Durante casi dos continuos perio­
dos de seis años cada uno - entre 
octubre de 1962 y  marzo de 1977 - 
todo el país vivió y  soportó tres distintos 
Estados de Emergencia, dos de ellos 
“externos” y  el último (junio de 1975) 
“interno”. H ay mucho que aprender de 
esta experiencia. Ante todo, sobre 
nuestra propia debilidad y  sobre las 
insuficiencias de nuestra constitución 
al hacerle funcionar. Al principio de los 
años sesenta, los conflictos armados 
con los países vecinos (China y  
Paquistán) dieron fuerzas y  legitimi­
dad a la invocación de las disposiciones 
de la Constitución sobre Estados de 
Emergencia y  su continuidad. Estos 
conflictos también pusieron de relieve, 
algunos defectos en estas disposi­
ciones.

III. E l Prim er E stado  de E m er­
gencia y  su  duración

El Primer Estado de Emergencia 
externa se declaró el 26 de octubre de 
1962 bajo el art. 352 ante la inminencia 
del conflicto con China en la región 
fronteriza de Himalaya. Pocos días 
después, por Decreto Presidencial se 
suspendieron las facultades de los tri­
bunales de conocer reclamaciones por 
el no respeto de derechos constitucio­
nales previstos en los artículos 14, 19, 
21 y  22 de la Constitución4 Por más 
que las hostilidades con China acaba­
ron con el cese al fuego declarado el 21 
de noviembre de 1962, la proclamación 
de Emergencia (del 26 de octubre de 
1962) continuó, los derechos funda­
mentales previstos por el artículo 19 
quedaron suspendidos según el artículo 
358, de igual manera el derecho a 
reclamar ante los tribunales el respeto 
de los derechos fundamentales garanti­
zados por los artículos 14, 19, 21 y  22 
(artículo 359).

Posteriormente al año 1963 hubie­
ron infinidad de alegaciones sobre 
abusos del Poder Ejecutivo; en parti­
cular, en varios Estados por el frecuen­
te uso de las disposiciones más 
estrictas de la ley sobre D efensa de 
1962 y  sus reglamentos de aplicación 
(promulgados durante la suspensión 
de derechos fundamentales) que die­
ron amplios y  arbitrarios poderes a 
una gran categoría de funcionarios que

4 Artículo 14, (derecho a  la  igualdad); artículo 19, (derecho a la s  libertades - de opinión y  pren­
sa, de asociación y  reunión, de libre movimiento, a  la  propiedad y  de comercio y  profesión; artí­
culos 21 y  22, protección a  la  v ida  y  a  la  libertad personal, a  la  protección constitucional de la  
libertad personal y  a  la  protección constitucional y  garantías procesales contra el arresto y  la deten­
ción preventiva.



los utilizaron para transgredir las 
libertades personales de ciudadanos y  
extranjeros.

L a  misma Corte Suprem a de India, 
dictaminó en abril 1963, que no podía 
haber derecho alguno a  recurso judi­
cial (en Mohán Cbowdhury vd. Chief 
Commiddianer of Trípara) y  de nuevo en 
septiembre 1963 (en Makhan Singh vd. 
State of Punjaby, esta vez por una 
mayoría de 6 contra 1. Por cierto que si 
al contestar la validez de la orden de 
detención, el detenido reclamara 
cualquier otro derecho no incluido 
entre los suspendidos por el Decreto 
Presidencial, su derecho a acudir ante 
los tribunales en este sentido no estaba 
afectado por la suspensión. Un ejemplo 
es, si la reclamación es que la deten­
ción era ilegal porque violaba las 
disposiciones de la ley. Sin embargo, 
no se podía hacer una reclamación por 
inconstitucionalidad de la ley sobre 
Defensa, en virtud de la suspensión del 
derecho a reclamar ante los tribunales 
el respeto de los artículos 14, 19 y  21; 
el detenido no tenía loca,) jtandy para 
presentar ante los tribunales recurso 
de babead corpud.

Lo mejor que se podía hacer 
entonces era la presión extra-constitu­
cional de la opinión pública.

Pero antes de que la presión de la 
opinión pública pudiera hacerse sentir 
en los lugares donde hacía falta, hubo 
la secesión y  el conflicto armado con 
Paquistán en setiembre de 1965 el 
cual, dio de nuevo vida al Estado de 
Emergencia Externa, (octubre de 
1962). Pero pese a  que en julio 1966 
los representantes de los dos países fir­
maron una declaración en Tashkent

acordando los procedimientos para la 
normalización de las relaciones, el 
Estado de Emergencia perduró dos 
años más.

En febrero de 1966 treinta y  cuatro 
juristas y  eminentes ciudadanos no afi­
liados a ningún credo o partidos políti­
cos en particular exigieron del 
Presidente y  del Primer Ministro que 
abrogaran el Decreto sobre el Estado 
de Emergencia Externa. Uno de sus 
autores fue el que fuera Primer Fiscal 
General de India, Motilal Setalvad. La 
petición precisó que el asunto no era ni 
político ni uno que requería debate.

"El asunto concierne los 
fundamentos esenciales de un 
gobierno democrático. Una 
constitución democrática debe 
necesariamente contener dispo­
siciones que permitan a la 
nación superar situaciones de 
emergencia. Pero el uso de los 
poderes de emergencia una vez 
que la emergencia ha cesado, 
implica convertir al gobierno 
democrático en lo que se ha lla­
mado dictadura constitucio­
nal”.

H acia el mismo tiempo (febrero 
1966) la Sala  Constitucional de la 
Corte Suprema presidida por el juez 
Gaj en dragad kar, tomó su decisión en 
el caso G. Sadanand. E l interesado 
estaba en detención preventiva en 
espera de juicio criminal en virtud del 
artículo 30 del Reglamento de la ley 
sobre Defensa de India de 1962, en el 
Estado de Kerala (octubre de 1965). 
Fué detenido tras haber sido puesto en 
libertad bajo fianza por el juez que lle­
vaba el asunto. Su  recurso ante la



Corte Suprem a tuvo éxito. E l 11 de 
febrero de 1996 se dictó la liberación 
inmediata de Sadanand, sobre la base 
de que las autoridades competentes 
habían abusado de los vastos poderes 
que la ley les confería y  que la orden de 
detención estaba viciada de mala fe. L a  
parte resolutiva del fallo expresó preo­
cupación sobre la continuidad del 
Estado de Emergencia proclamado 
años atrás en 1962.

“Estamos muy preocupados de 
saber que los vastos poderes 
que la Reglamentación de la ley 
sobre Defensa de India confie­
re a las autoridades, parecería 
hacer a esas esas mismas auto­
ridades insensibles si no sordas a 
la exigencia constitucional de 
que aún bajo Estado de 
Emergencia, la libertad de los 
ciudadanos indios no se puede 
suspender sin una justificada 
“necesidad especificada en los 
mismos reglamentos. L a  ten­
dencia de tratar estos asuntos 
de una manera casual y  cabal­
leresca, lo que puede resultar 
de la continuidad del uso de 
esos poderes ilimitados, podría 
poner una amenaza seria a los 
valores fundamentales sobre 
los que se basa la vida demo­
crática en este país. Es cierto 
que casos de esta índole son 
raros, pero la existencia de 
tales casos constituye una señal 
de alarma por lo que creemos 
es nuestro deber llamar la aten­
ción de las autoridades compe­
tentes”.

Pese a la “señal de alarm a” dada por 
la Corte Suprem a no cambiaron las

cosas. En  circunstancias normales el 
poder es una cosa deliciosa y  bajo el 
Estado de Emergencia el poder absolu­
to del Ejecutivo es absolutamente deli­
cioso.

IV. Factores que influenciaron 
la  Revocación del Prim er
E stado  de Em ergencia

Afortunadamente, para la democra­
cia de India, un acontecimiento de 
considerable significado varió. Al 
jubilarse el Presidente del Tribunal 
Supremo de India (T SI), se nombró el 
28 de junio de 1966 al Sr. Ju e z  Subba 
Rao (entonces decano entre los jueces 
del Tribunal Supremo de India) como 
Presidente de la Corte Suprem a de 
Ju stic ia  {Chief Ju stice) de India, 
cargo que desempeñó por menos de un 
año. Se quedó como Presidente del 
Tribunal Supremo por menos de un 
año. Pero durante este corto tiempo, se 
impuso como propósito examinar los 
casos de derechos humanos pen­
dientes, persuadiendo a sus colegas a 
que ampliaran las fronteras del poder 
judicial. Enseñó lo que un juez puede 
hacer bajo un Estado de Emergencia 
de manera a superar su propósito ori­
ginal.

En efecto, aun antes que fuera pre­
sidiendo la Sala  Constitucional, había 
fallado que el mero hecho de dictar una 
orden de detención, no justificaba que 
el detenido fuera privado de sus otras 
“libertades”; por ejemplo, la libertad de 
escribir y  publicar un libro no fue 
suspendida por los Reglamentos de la 
ley sobre Defensa de India de 1962



(caso Prabliakar). E l Decreto sobre 
Condiciones de Detención (promulga­
do bajo la Ley sobre Defensa de India) 
prescribió las condiciones que rigen las 
actividades de los detenidos. Escribir y  
publicar un artículo o libro no era una de 
las actividades que se le prohibían. En 
consecuencia el Estado argumentó que 
esta actividad era prohibida. L a  Corte 
rechazó el argumento como absurdo. 
Subba Rao J .  dijo:

“Si se tuviera que admitir el 
argumento (del Estado) esto 
equivaldría a decir que se 
puede dejar al detenido morir 
de hambre, si no se impone 
expresamente al Estado que le 
proporcione comida”.

L a  Corte sostuvo (en el caso 
Prabhakar) que la negativa de las 
autoridades de permitir mandar el 
manuscrito del libro fuera de la cárcel 
a  los editores para que fuese publicado, 
era contraria de la ley.

M ás tarde en diciembre de 1966 
presidiendo otra Sala Constitucional 
de cinco jueces el juez Subba Rao 
comentó sobre la posibilidad de una 
revisión judicial de las condiciones 
que se alegaban para justificar la conti­
nuidad del Estado de Emergencia, 
aun cuando hubiere sido legalmente 
impuesto - (era en el caso Ghulam 
Sarvar). Aun no expresando ninguna 
opinión en este punto, debido a la falta 
de elementos en el caso, la Corte 
respondió efectivamente a  la pregunta 
de saber cual sería la mejor manera de 
proteger los derechos humanos bajo el 
Estado de Emergencia. Hablando en 
nombre de la Corte Suprema, el Ju ez  
dijo:

“Podría parecer que la Parte 
XVIII (Disposiciones de 
Emergencia) destruye el gran 
edificio de nuestra constitución 
de un golpe; pero una rápida 
reflexión demuestra que en 
realidad la suspensión temporal 
del esquema de la constitución 
entiende preservar su substan­
cia. Este poder extraordinario 
es único en nuestra constitu­
ción. Refleja la aprehensión de 
los autores de la Constitución y 
su confianza implícita en los 
partidos que podrán acceder al 
poder de tiempo en tiempo. 
Dos expresiones indican la 
extraordinaria situación que se 
previo ocurriría bajo esta 
Parte. L a  expresión “emergen­
cia grave” en el artículo 352(1) 
y  la expresión “peligro inmi­
nente” en el artículo 352(3) 
demuestran que la existencia 
de una emergencia grave o de 
un peligro inminente son 
condiciones previas para la 
declaración del Estado de 
Emergencia. Sin duda alguna, 
la cuestión de saber si hay 
emergencia grave o peligro 
inminente, como se menciona 
en el Articulo, se deja a la dis­
creción del Ejecutivo, dado que 
está en mejores condiciones de 
apreciar la situación.

Pero existe el peligro correlativo 
del abuso de este poder extra­
ordinario que lleva al totalita­
rismo. Por cierto, la perversión 
de la constitución democrática 
ideal, la Constitución de 
Weimar de Alemania, trajo 
consigo el autocrático régimen 
de Hitler y  la consecutiva



desastrosa Segunda Guerra 
Mundial. ¿Cuál es la garantía 
contra tales abusos? La 
garantía más obvia es el buen 
sentido del Ejecutivo, pero la 
más efectiva es la opinión 
pública”.

Armada con las observaciones 
hechas por la Corte Suprem a en este 
juicio, la opinión pública fue puesta 
una vez más en evidencia. Sectores 
importantes de la opinión pública se 
agitaron de nuevo exigiendo la revoca­
ción del Estado de Emergencia de 
octubre de 1962 y  el Presidente de la 
Corte Suprem a puso su peso en ello.

En su boletín de marzo de 1967 la 
C I J  llamó la atención sobre los efectos 
de una suspensión prolongada de los 
derechos humanos fundamentales:

“La Comisión Internacional de 
Juristas no entiende arrogarse 
el derecho de los gobiernos de 
decidir si persisten las circuns­
tancias que justifican el mantener 
una suspensión de derechos 
fundamentales. Pero la suspen­
sión prolongada de estos dere­
chos que son la esencia misma 
de la forma democrática de 
gobernar, cuando las carac­
terísticas de una grave emer­
gencia ya no parecen existir, 
han aumentado la preocupa­
ción en todas partes del mundo 
libre donde se ha mirado a 
India como el bastión de los 
derechos fundamentales y  del 
imperio de la ley en Asia”

E sta vez (en casa como fuera), se 
escuchó y  se atendió el reclamo de una

opinión pública responsable (en el país 
o desde el exterior).

Pocos meses después, el Ministro 
del Interior anunció que el Gobierno 
de India había decidido revocar el 
Estado de Emergencia y  el 10 de 
enero de 1968 se puso término a  la 
Proclamación del Estado de 
Emergencia del 26 de Octubre de 1962 
y  con ello, también la suspensión de 
derechos fundamentales (artículos 14, 
19, 21 y  22) vino a  su fin.

V. L a  Segunda Em ergencia (3 
de diciem bre de 1971) y  su
prolongación

Casi cuatro años más tarde, el 3 de 
diciembre de 1971, India declaró como 
consecuencia del inicio de hostilidades 
entre India y  Pakistán, por segunda 
vez un Estado de Emergencia Externa 
según el artículo 352. Como resultado 
de esta segunda proclamación, todos 
los derechos y  libertades garantizados 
por el artículo 19 quedaron automáti­
camente suspendidos (artículo 359). El 
Parlamento adoptó entonces rápida­
mente la ley 26 de 1971 sobre el 
Mantenimiento de la Seguridad 
Interna (IM SI) y  la Ley de Defensa de 
India N ° 42 de 1971 y  el Gobierno 
Central proclamó el Reglamento sobre la 
ley de Defensa de India, 1971.

Las hostilidades entre India y  
Paquistán cesaron hacia finales de 
diciembre de 1971. Pero el Estado de 
Emergencia continuó. Fué incluso 
reforzado con otra Proclamación 
hecha por el Presidente en noviembre 
de 1974, suspendiendo el derecho a



pedir ante los tribunales la protección 
de los derechos fundamentales garanti­
zados por los el artículos 14, 21 y  22. 
Animados por las observaciones 
hechas en el caso Ghulam Sarw ar 
(diciembre de 1966) que si se tienen 
suficientes elementos se puede cuestionar 
la prolongación continuada del Estado 
de Emergencia, se presentó recurso de 
Ilabeaé Corpud ante la Corte Suprem a 
de India en enero de 1975. Se cues­
tionó directamente el mantener la pro­
clamación del Estado de Emergencia 
de 3 de diciembre de 1971. E l argu­
mento era que y a  no existía una ame­
naza de “agresión externa" que 
justificara su continuidad. Los argu­
mentos en la demanda presentada bajo el 
artículo 32 de la Constitución fueron 
admitidos por la Sala  Constitucional 
presidida por el Ju e z  A.N. R ay - el 
caso quedó pendiente ante la Corte 
hasta el mes de mayo de 1975 cuando 
la Corte Suprem a cerró a causa de las 
vacaciones judiciales de verano. Antes 
de que pudiera dar su fallo en julio de 
1975 ocurrieron nuevos acontecimien­
tos políticos que causaron la proclama­
ción el 26 de junio de 1975 de un 
nuevo estado de emergencia (esta vez 
Emergencia Interna). Poco antes en 
junio, la Corte Suprem a del Estado de 
Allahabad había admitido una deman­
da electoral contra la Sra. Indira 
Gandhi y  la había encontrado culpable 
de corrupción prohibida por la Ley 
sobre la Representación del Pueblo de 
1951). L a  Corte Suprem a del Estado 
falló que la Sra. Gandhi quedaba des­
calificada a ocupar cualquier cargo 
público por seis años. L a  Sra. Gandhi 
era entonces la Primer Ministro. E lla 
presentó recurso de apelación ante la 
Corte Suprem a de India. E l Tribunal 
estaba cerrado por vacaciones judi­
ciales de verano y  el “juez de guardia”

(juez Krishna Iyer), negó la anulación 
del fallo de la Corte Suprem a de 
Allahabad y  sólo le acordó una anula­
ción provisoria. Hubo reclamaciones 
para que dimitiera como Primer 
M inistro a  las que siguieron grandes 
disturbios en todo el país. L a  respuesta 
de la S ra  Gandhi fué la “Redada de 
una Noche” del 25 de junio. L a  deten­
ción de todos los líderes y  miembros de 
los partidos de oposición y  aquéllos 
que agitaron para su dimisión y  la 
censura total sobre la prensa y  medios 
de comunicación. Se convenció al 
Presidente a firmar la Proclamación 
del Estado de Emergencia bajo el artí­
culo 352 (Emergencia Interna) sin que 
se hubiera siquiera reunido el Consejo de 
Ministros. E l Gabinete se reunió sólo 
al día siguiente, para endosar lo que 
se había hecho la noche anterior. La 
Constitución de India prevee que el 
Presidente puede sólo actuar tras ser 
asesorado por el Consejo de Ministros 
(con el Primer Ministro a  su cabeza) y  
no sólo con la asesoría del Primer 
Ministro u otra persona. E l 27 de junio 
de 1975 el Presidente firmó otro 
Decreto Presidencial suspendiendo los 
artículos 14, 21 y  22 en virtud del 
Estado de Emergencia Externa de 
1971 (que seguía estando en vigor) y  
del nuevo Estado de Emergencia 
Interna.

E l Estado de Emergencia Interna 
de junio de 1975 fue el más represivo 
de todos nuestros estados de emergencia.

•  Se detuvo a políticos de la oposición 
los que fueron mantenidos en 
detención sm juicio. Veintisiete 
organizaciones (políticas y  sociales) 
fueron prohibidas y  los ocupantes 
de sus oficinas arrestados.



Se impuso una estricta y  sin prece­
dente censura de prensa - hubo una 
censura completa sobre los discur­
sos en el Parlamento (que no fueran 
de miembros del Gobierno) y  sobre 
los casos ante los tribunales de los 
que sólo podían mencionarse los 
nombres de los abogados y  los 
jueces y  la parte operativa de los 
fallos. Los nombres de los deteni­
dos, lugares de detención y  toda 
referencia a los actos de agitación 
fueron proscritos.

Se adoptó una Enmienda 
Constitucional ( 38a Enmienda a la 
Constitución, 1 de agosto de 1975) 
para declarar que la facultad del 
Presidente sobre la necesidad de 
Proclamar el Estado de Emergencia 
(Externa o Interna) no sólo era 
definitiva y  conclusiva sino, que no 
era justiciable ante los tribunales.

Por Ordenanza Presidencial se 
enmendó la LM .SI y  se suprimió el 
derecho del detenido a ser informado 
sobre las causas de su detención. 
E ra  suficiente con que las autori­
dades declararan que la detención 
obedece a  “salvaguardar la seguri­
dad de India”.

Por otra parte, se operaron otras 
enmiendas drásticas a  la LJVLSI:

se suprimió el derecho de apelar 
ante el Gobierno en caso de deten­
ción ilegal;

la garantía constitucional de que 
toda orden de detención fuera revi­
sada por un Organo Consultivo se 
hizo inoperante (con la suspensión 
de los artículos 21 y  22) debido a

que por una ley ordinaria, se esta­
bleció que el Organo Consultivo no 
podrá (bajo ningún concepto) anu­
lar la orden de detención antes de 
un año;

•  se prohibió comunicar las causas de 
la detención aún a los tribunales y  
mediante la adopción de una ficción 
estatutaria, debía considerarse que 
era contrario al interés público 
revelar los motivos del arresto;

•  se adoptó una disposición que pre­
veía que la expiración de una orden 
de detención no constituía i m p e ­
dimento a que se dictaran otras 
órdenes de detención contra la 
misma persona.

D e esta manera, se confirieron al 
Gobierno Central y  a los gobiernos de 
los Estados amplios poderes para dete­
ner a  las personas. Virtualmente toda 
persona autorizada para actuar por el 
Gobierno Central y  los Gobiernos de 
los Estados podían ejercerlo. Este 
poder de detener no se limitaba a las 
personas de las Secretarías de Delhi o de 
las capitales de los Estados. Podía ser 
ejercido por cualquier M agistrado de 
Distrito y  cualquier comisario de 
policía en cada ciudad y  poblado en 
cada Estado. Este es el factor que más 
contribuyó al abuso de los Poderes de 
Emergencia.

Fui testigo de un incidente típico 
del “clima de estos tiempos”; como en la 
célebre frase de Lord Acton, “el poder 
corrompe y  el poder absoluto corrom­
pe absolutamente”.

Antes del Estado de Emergencia 
del 25 de junio de 1975 había sido invi-



tado para presidir la conferencia del 
Colegio de Abogados del Estado de 
Andra, que debía celebrarse en
Rajamundhry en agosto de 1975. El 
Ju ez  Krishna lyer tenía que inaugurar la 
Conferencia. Se contaba con la partici­
pación de dos mil abogados.
Participaron pese al Estado de
Emergencia. N ada más llegar, el 
Organizador (un eminente abogado 
del distrito) nos informa que su hijo, 
estudiante en derecho en
Vishakapatman y  que le tenía que 
haber ayudado en los preparativos 
había sido arrestado el día anterior 
bajo la L M SI. E ra  un estudiante muy 
aplicado y  maduro. Cuando en junio 
de 1975 sus profesores anunciaron en 
clase que harían una manifestación en 
favor del program a en veinte puntos de 
la Sra. Gandhi, él sugirió que el día 
entre semana elegido para la manifes­
tación debía ser utilizado para estudiar 
y  que la manifestación fuese posterga­
da a  un sábado. Tuvo a todos los otros 
estudiantes en su contra. Pensaron que 
la marcha en la manifestación sería 
más divertida que quedarse estudian­
do. E l joven insistió y  hubo discusión. 
L a  cosa pareció haberse quedado allí. 
Pero un Magistrado de Distrito al que se 
habían conferido amplios poderes 
(bajo el Estado de Emergencia) para 
detener a  la gente, decidió hacer uso de 
ellos cuando se enteró del incidente 
pese a  que era de menor importancia. 
Dictó orden de detención sobre la base 
de que el joven” ponía en peligro la 
Seguridad Interna del Estado”. La 
orden fue dictada en Rajamundhry al 
mismo tiempo que le detenían en la 
noche. Afortunadamente, el Ministro 
del Interior en el Estado de Andra 
Pradesh, fue invitado de honor en la 
conferencia y  le pedimos que intervi­
niera personalmente, lo cual hizo. L a

orden de detención fué revocada pocos 
días después. Pero el problema fué 
localizar al joven. Nadie sabía donde se 
le había llevado. Fué localizado tres 
semanas después en una prisión situa­
da en una remota área del Estado y  
pudo después de muchas angustias, 
volver con sus padres. Nadie en Delhi 
había dado ordenes al M agistrado de 
Distrito para que obrara de esta forma 
(de hecho, parece que la Seguridad 
Central “South B lock” había estado 
molesta ante tal irresponsabilidad). 
Pero cuando se han promulgado leyes 
que permiten actuar con irresponsabi­
lidad en este país (y quizás en cual­
quier otro) habrá siempre alguien que 
lo haga.

Con tales leyes represivas, aplica­
das con tal opresión la gente puso su 
esperanza desesperadamente en los tri­
bunales. Pero su esperanza resultó 
vana.

Durante el Estado de Emergencia 
de junio de 1975 (que ahora todos 
reconocen fué el mas absurdo)la Corte 
Suprem a de India dictó una sentencia 
en abril de 1976 en la que decía que 
bajo un Estado de Emergencia que 
suspende el artículo 21, el derecho fun­
damental a la vida y  a  la libertad que­
daba también suspendido. Durante el 
examen del caso, se preguntó al Fiscal 
General de India, si cabía la posibili­
dad de algún recurso judicial en caso 
de que un oficial de policía pusiera en 
detención o incluso m atara a un ciuda­
dano respetuoso de la ley por razones 
de enemistad personal o por otras que no 
tuvieran nada que ver con el Estado. 
L a  respuesta del Fiscal General fué 
clara. “Consistente con mi tesis no 
habría ningún recurso judicial para



procesar el caso mientras durase el 
Estado de Emergencia” dijo el Fiscal 
General a los jueces “esta situación 
pueda que choque vuestra conciencia, 
al igual que choca la mía pero, de 
acuerdo con mi deposición, no hay 
recurso judicial alguno ante los tribu­
nales mientras dure el Estado de 
Emergencia”. Según el Gobierno, ésa 
era la consecuencia de la suspensión de 
los derechos fundamentales prevista 
por el artículo 215.

Dijo que los tribunales estaban des­
provistos de poder para prevenir y  no 
podrían ofrecer protección. Esta posi­
ción extrema (contraria incluso a la 
posición de la mayoría de los seis 
jueces de una Sala de siete en el caso 
Makhan Singh, (1964) mencionado 
antes) encontró apoyo en cuatro de los 
cinco jueces de la Corte Suprem a de 
India convocados a  examinar el caso 
A D M  Jabalpu r vs. S. Shukla 
(eufemísticamente llamado el caso de 
babead corpuJ) .

Los fallos de diez de las Cortes 
Supremas de los Estados que inspira­
dos por el caso M akhan Singh habían 
tomado la posición contraria y  más 
liberal, fueron declarados erróneos y  
revocados por la Corte Suprema. De 
este modo la Corte volvió atrás el reloj de 
las libertades proclamando su inutili­
dad frente a  arrestos arbitrarios y  
detenciones de mala fe. En su opinión

mayoritana, el Ju ez  R ay C J ,  
Presidente de la Corte Suprem a en un 
auténtico “mal paso” jurídico dijo: “la 
libertad es un regalo de la ley, por lo 
que por ley puede ser restringida o 
suprimida”. L a  sóla opinión disidente 
era del juez más antiguo del Tribunal 
(después del juez Ray) el juez H .R. 
Khanna. Khanna rechazó la tiranía 
racional. N o dió marcha atrás ante 
insolentes dudas6. L a  vida y  la libertad 
no son conferidos por ninguna 
Constitución - dijo - son inherentes en los 
hombres y  mujeres por ser seres huma­
nos. Pero Khanna representaba una 
minoría, una minoría de uno. Los his­
toriadores de la Corte Suprem a harán 
relucir sin duda alguna, que fué solo 
después del Estado de Emergencia de 
junio de 1975 que el tribunal demostró 
preocupación por las violaciones a los 
derechos humanos. Un juicio modera­
do.

V I. R esquicio de esperanza del 
curioso E stad o  de E m er­
gencia de junio de 1975

Con el fallo del caso A D M  
Jabalpu r las advertencias del Ju e z  
Félix Frankfutrer surgieron en la 
mente: “no confíes en jueces y  tribu­
nales para la defensa de tus libertades” 
(dijo). Confía más bien en tí mismo y

5 E l Ju e z  H . R . K h an n a m encionó en C alcuta (el 1A de m ayo de 1988) en un discurso ante una 
Convención de A bogados de Bengala O ccidental, el intercam bio entre la  Corte y  los abogados 
durante el examen del caso ADM . Jab alpu r; él fue la  única opinión disidente en este míam e caso.

6 Fu e precisam ente p or haber expresado un a opinión disidente que fue postergado el Ju e z  
Khanna. Contrariam ente a  la  práctica, pese a  ser el juez con m as antigüedad no fue nom bra­
do Presidente de la  C orte Su prem a al jub ilarse  el Ju e z  R ay  el 12 en enero de 1977. E l Ju e z  
K hanna dimitió inmediatamente.



en una opinión pública atenta. O tra 
lección aprendida del Estado de 
Emergencia (de jum o de 1975) es: “no 
hay que confiar tampoco en quienes 
tengan que aplicar la Constitución”. 
Estos funcionarios, M inistros de 
Gobierno, Parlamentarios, incluso el 
Presidente de India nos han fallado. 
Fue porque el Presidente Fakhruddin 
Ali Ahmed consintió con tanta facili­
dad a firmar la Proclamación del 
Estado de Emergencia en la noche del 25 
de junio de 1975 aun antes de que el 
Consejo de Ministros hubiese tomado 
conocimiento de ello, que tres años 
después, (después de la revocación del 
Estado de Emergencia de diciembre de 
1971 y  el de junio de 1975 en marzo de
1977) se adoptó una enmienda a  la 
Constitución (la 44a Enmienda). El 
artículo 352(3) dispone ahora, que el 
Presidente no puede firmar una
Proclamación del Estado de
Emergencia a  menos que la decisión 
del Consejo de M inistros le sea comu­
nicada por escrito. L a  enmienda al artí­
culo 352(3) constituye una explícita 
expresión de desconfianza del
Parlamento de India hacia el más alto 
responsable de velar por el respeto de 
la Constitución: el Presidente de la 
República.

Pero creo que el Estado de 
Emergencia Interna del 25 de junio de 
1975 e incluso la desafortunada deci­
sión en el caso A D M  Jabalp u r en abril 
de 1976 (vistos en retrospectivo) no 
fueron una mala cosa. Estimularon en 
la gente el sentimiento de que para la 
defensa de las libertades no se puede 
meramente confiar en la Constitución 
y  esperar que los altos funcionarios del 
Estado hicieran su deber. Debe haber 
un sentimiento de adhesión a los dere­
chos no sólo porque estén inscritos

en el Capítulo sobre Derechos 
Fundamentales de la Constitución, 
sino porque debe existir en la gente la 
conciencia de que estos derechos son 
fundamentales para una existencia 
civilizada. Creo que el Estado de 
Emergencia de junio de 1975 fue una 
vacunación contra futuras imposi­
ciones; ayudó a inculcar en la gente, 
incluidos los miembros del 
Parlamento, un mayor respeto por el 
Imperio del Derecho. Mediante la 
enmienda constitucional (44a 
Enmienda Constitucional de 1978) que 
entró en vigor en junio de 1979 el 
Parlamento (en su calidad de consti­
tuyente) declaró que el artículo 20 
(doble riesgo) y  el articulo 21 (derecho 
a  la vida y  a  la libertad) no pueden ser 
suspendidos m aún bajo el Estado de 
Guerra o el Estado de Emergencia 
(Externa o Interna) declarados en virtud 
del artículo 352. Por otra parte a las 
inadecuadas disposiciones de la 
Constitución sobre la revocación del 
Estado de Emergencia (podía ser revo­
cado solamente por el Presidente, es 
decir el Gobierno Central), se añadió 
otra garantía importante. Por la  misma 
enmienda (44a Enmienda): (i) el
Parlamento estaba facultado a revocar el 
Estado de Emergencia declarado en 
virtud del artículo 352 siempre que a 
juicio de la mayoría de sus miembros, 
las condiciones que justificaron su 
invocación hubiesen dejado de existir;
(ii) un Estado de Emergencia declarado 
en virtud del artículo 352 debía ser 
aprobado por un plazo de tiempo fija­
do por la mayoría de dos tercios del 
Parlamento y  si el Parlamento no estu­
viera en sesión, se le debería convocar en 
sesión extraordinaria para debatir de 
esta cuestión especifica y  (iii) la finalidad 
y  la cláusula de no justiciabilidad del 
artículo 352 (5) adoptada por la 38a



Enmienda Constitucional de 1975 fue 
deliberadamente suprimida.

E l comentario más interesante 
sobre los acontecimientos del 26 de 
junio de 1975 se encontró en el número 
del Times de India del 27 de junio de 
1975; no en la columna del editorial, ni 
en las columnas de información, 
Apareció en la columna reservada a las 
defunciones. Bajo el título de 
Fallecimientos , había el siguiente 
aviso:

“Sr. D ’Ocracy D.E.M . hijo de 
L.I. Bertie y  T. Ruth, hermano 
de Fe, Esperanza y  Justicia 
falleció el 26 de junio de 1975”.

Esto era todo. Pero el mensaje pasó.

Los responsables de la censura 
estaban horrorizados. N unca pensaron 
en censurar la columna de defun­
ciones; aunque la dirección del Times 
inició investigación, no se pudo descubrir 
quien era el autor. Se convirtió en el 
tema de conversación en la ciudad. 
Creo que era la todavía pequeña voz 
del pueblo que había hablado con tanto 
desafío antes de que fuera definitiva­
mente silenciada. Salvo pocas excep­
ciones no se escuchó esa voz hasta 
marzo de 1977. N o fue escuchada en 
las grandes instituciones de nuestra 
democracia. E l miedo subyacente en 
las mentes de los ciudadanos (grandes 
y  pequeños) a  ser detenidos, debilitó 
y  disminuyó a  la gente libre. El miedo 
era contagioso pero afortunadamente 
(aunque dentro de un reducido 
grupo), había quienes no tenían 
miedo. Fue solo en la tercera semana 
de marzo de 1977 que se resucitó al 
“Sr. D ’O cracy” de entre los muertos,

repuesto en vida por miembros de 
diferentes partidos políticos, algunos 
de los cuales venían apenas de ser 
puestos en libertad. Gracias a ellos y  
sobre todo, gracias al electorado que 
votó por ellos para que asumieran el 
poder, los derechos humanos sobrevi­
vieron en India y  han seguido 
reforzándose desde entonces.

V II. Conclusión

Cuando la Asam blea Constituyente 
se reunió por primera vez para 
discutir el Proyecto de Constitución 
de India, su más eminente miembro el 
Sr. Sachidanand Sinha, fue unánime­
mente elegido a presidir la  sesión inau­
gural. E l dijo entonces a  los miembros, 
que la salvaguardia de cualquier 
Constitución, protección de los dere­
chos humanos, no es diferente de la 
que se da a  la Constitución en la que 
están inscritos, por parte de los 
gobernantes y  autoridades, por los 
legisladores, por los jueces y  adminis­
tradores. En otras palabras, el pueblo 
tendrá que protegerlos y  hacerlos fun­
cionar.

Para concluir, el Sr. Sibha recordó a 
su auditorio, las palabras de Jo seph  
Storey sobre la Constitución de los 
Estados Unidos:

"La estructura ha sido erigida 
por arquitectos de altísima 
competencia y  fidelidad, sus 
fundamentos son sólidos; sus 
compartimentos son bonitos 
y  útiles; su organización, su 
defensa son inexpugnables 
desde fuera. Se ha creado para la



inmortalidad si el trabajo del 
hombre pudiera aspirar a tal 
título. Sin embargo, podrá 
desaparecer en una hora por 
locura, corrupción o negli­
gencia de quienes deben velar 
por su respeto. E L  PUEBLO , 
las Repúblicas están creados 
en virtud de la conciencia e 
inteligencia de los ciudadanos. 
Caen cuando la sabiduría es 
expulsada de las asambleas 
públicas porque han querido 
ser honestos y  se premia a los

libertinos porque adularon al
pueblo para traicionarlo des- 

/ » pues .

Tenemos todos que escuchar las 
resonantes palabras del Sr. Storey. Son 
tan adecuadas en India hoy como lo 
fueron hace más de un siglo en Estados 
Unidos. En realidad, se aplican a  cual­
quier Estado Nación en tiempos bue­
nos como en tiempos difíciles, en 
tiempos de normalidad como en períodos 
de emergencia.



Los ahogados y las negociaciones de paz

'Bertrand Q. Cí{cmicharan *

Introducción

En nuestros días abundan los 
conflictos armados internos e interna­
cionales que comprometen seriamente 
el Imperio del Derecho, el respeto de 
los derechos humanos y  las posibili­
dades de vida. Genocidio y  depuración 
étnica dan por tierra con los esfuerzos 
desplegados durante medio siglo para 
lograr que la cultura universal de dere­
chos humanos eche raíces y  florezca. 
En momentos en que la larga lucha por 
nuevas instituciones tales como el Alto 
Comisionado para los Derechos 
Humanos debería abordar los retos 
que se plantean en épocas de paz, 
vemos que la mayoría de los esfuerzos se 
emprenden para dar con el paradero 
de los cementerios de los conflictos 
armados. Por lo tanto, la prevención y  
solución de conflictos han de ser prio­
ritarias en el program a de aquellos que 
obran por el Imperio del Derecho a 
escala internacional, fundándose en la 
carta internacional de derechos huma­
nos.

Los abogados han participado ple­
namente en los esfuerzos emprendidos 
en los últimos cinco años, primero para 
prevenir y  luego para poner término a los

conflictos de la ex Yugoslavia, proba­
blemente el foco de disturbios más 
peligroso del mundo después de la crisis 
de misiles de Cuba en 1962. En los 
cuatro últimos años, he formado parte 
de las delegaciones internacionales de 
negociación para tratar de poner tér­
mino a  los conflictos armados. En otro 
artículo publicado en L a Revista (núme­
ro 50, 1993) abordé el tema del des­
pliegue preventivo de tropas de las 
Naciones Unidas para el mantenimien­
to de la paz, que se incorporó a la 
estrategia de prevención y  limitación 
de conflictos. En el presente artículo 
me referiré a la función que cumplen 
los abogados en la prevención de 
conflictos y  las negociaciones de paz, 
considerando que organizaciones como 
la Comisión Internacional de Ju ristas 
tienen que examinar el tema y  contri­
buir a que se comprenda mejor el papel 
que pueden desempeñar los abogados 
al respecto.

I. Prevención de conflictos arm a­
dos

Desde la perspectiva de los aboga­
dos, lo primero que cabe señalar acerca
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de los esfuerzos por prevenir el conflic­
to en la ex Yugoslavia es que la 
Comunidad Europea dé' entonces 
(1991) reclamó la primacía en los 
esfuerzos para tratar de resolver la 
situación y  este reclamo fue aceptado 
por los E E .U U . y  las Naciones Unidas. 
También hay que recordar que el 
Secretario General de la O N U , que 
asumió el cargo en 1992, era alguien 
que abogaba por una mayor interven­
ción de las organizaciones regionales 
en la prevención y  resolución de 
conflictos armados. Aun así, tanto la 
O N U  como los E E .U U . terminarían 
por tener que implicarse ampliamente 
en el conflicto antes de que se lograra 
contenerlo, cinco años después. Pero, 
por el momento, ese no es el tema que 
nos ocupa.

En 1990, la Comunidad Europea 
adoptó una estrategia a tres puntas 
para hacer frente al deterioro de la 
situación en la ex Yugoslavia; dos de 
ellas se fundaban en un núcleo de 
elementos jurídicos y  la tercera, a 
pesar de que se le hubiera dado carácter 
político, también era esencialmente 
jurídica. Comencemos por ella para 
recordar que en varias declaraciones 
políticas, la  Comunidad Europea 
preconizó las soluciones negociadas en 
un ámbito democrático, de respeto de 
los derechos humanos reconocidos a 
escala internacional y  sin cambios de 
fronteras forzosos. En gran medida, 
estas políticas quedaron plasmadas 
en los principios aprobados en la 
Conferencia Internacional sobre ex 
Yugoslavia, patrocinada por la Unión 
Europea y  las Naciones Unidas, que 
tuvo lugar en Londres, en agosto de
1992.

D e conformidad con su posición 
a favor de las soluciones negociadas, 
la Comunidad Europea organizó la 
conferencia de Carrington que 
congregó a  representantes de las repú­
blicas que habían formado parte de la 
ex República Federal Socialista de 
Yugoslavia. En dicha conferencia se 
entablaron negociaciones para establecer 
un convenio relativo a  una vaga confe­
deración yugoslava, acuerdos de 
cooperación en las esferas política, 
económica y  jurídica, y  disposiciones 
minuciosas sobre la observancia de los 
derechos humanos y  los derechos de 
las comunidades, las nacionalidades y  
las minorías étnicas. E l difunto H em y 
Darwin, ex consejero jurídico del 
Ministerio de Relaciones Exteriores 
británico, fue uno de los artífices de la 
primera versión de dicho convenio que 
era una obra jurídica ingeniosa y  admi­
rable. L a  metodología jurídica consti­
tuía el núcleo de este documento que 
sólo una de las ex repúblicas no aceptó 
en su totalidad, rechazando la parte 
relativa a la  autonomía.

L a  decisión de la Unión Europea de 
reconocer a Eslovenia, Croacia y  otras 
repúblicas que habían formado parte 
de la ex Yugoslavia puso fin a los 
esfuerzos en favor del convenio de 
Carrington, pero durante el proceso de 
reconocimiento, la U E  volvió a dar 
primacía al derecho, a  través de la 
Comisión Badmter. D icha comisión 
fue creada para determinar si las 
nuevas repúblicas reunían los requisi­
tos estipulados para el reconocimiento 
y, a tales efectos, se establecieron 
una serie de criterios, a  partir de los 
cuales se juzgaba a cada una de ellas. 
Estos criterios eran bastante rigurosos 
y  ponían marcado énfasis en el com­
promiso de respetar las normas de



derechos humanos reconocidas a 
escala internacional. L a  Comisión 
Badinter terminó por convertirse en 
el órgano arbitral de la Conferencia 
Internacional sobre ex Yugoslavia y, 
globalmente, emitió quince opiniones 
arbitrales, algunas de las cuales susci­
taron vivas controversias. Ahora bien, 
en este artículo nos interesa más el pro­
cedimiento que el contenido, y a  que la 
Comisión Badinter, que actualmente 
preside Roland Dumas, supuso una 
innovación importante en cuanto a la 
utilización de técnicas jurídicas en los 
procesos de prevención de conflictos 
armados y  de mantenimiento de la paz.

Si hasta ahora, las consideraciones 
de orden jurídico se han presentado 
desde un ángulo positivo, desgraciada­
mente, también hay un aspecto negativo. 
Alemania y  la Unión Europea fueron 
duramente criticadas porque al haber 
decidido reconocer a  las nuevas repú­
blicas, arrumaron el proceso de 
Carrington y  provocaron la disolución 
de Yugoslavia. Sabido es, que Hans 
Dietrich Genscher, Ministro de 
Relaciones Exteriores de Alemania, 
presionó por ese reconocimiento. Parte 
de su decisión se fundó en considera­
ciones que nada tienen que ver con el 
derecho, pues queriendo evitar que 
el ejército nacional yugoslavo se invo­
lucrara más en el conflicto de Croacia 
y  otras repúblicas, concluyó que si 
se reconocía a las nuevas repúblicas, 
el conflicto y a  no sería nacional sino 
internacional y, entonces, sería ilegal 
que dicho ejército interviniera fuera 
de Serbia y  Montenegro; ello no quita, 
que tomara la dirección del reconoci­
miento, basándose también en conside­
raciones de orden jurídico. E sta  faceta 
de la evolución de la crisis requiere 
ulterior estudio.

Lord Carrington está convencido 
de que sin ese reconocimiento, el 
convenio que había redactado habría 
funcionado y  la situación no se hubiera 
precipitado. Visto desde esta perspecti­
va, dicho convenio debería pasar a  la 
historia como un notable experimento 
de aplicación de la metodología jurídica 
para prevenir conflictos, que estuvo a 
punto de funcionar. Especulaciones de 
carácter político, inspiradas en parte 
por consideraciones de orden jurídico, 
arruinaron los esfuerzos de prevención 
que representaba el convenio de 
Carrington. A  pesar del resultado de 
“uno por uno”, no se puede decir que el 
derecho haya empatado; el fracaso en 
lo que se refiere a  prevenir el conflicto 
fue demasiado devastador. N o obstan­
te, para mitigarlo, se le puede conceder 
que la creación de la Comisión de 
Expertos, encargada de investigar 
las denuncias de crímenes de guerra 
y  crímenes contra la humanidad, y  el 
Tribunal Internacional sobre ex 
Yugoslavia encargado de identificar 
y  castigar a los autores de dichos 
crímenes, fueron establecidos con la 
finalidad de impedir que en el futuro se 
cometan actos semejantes, tanto en ex 
Yugoslavia como en cualquier otra 
parte.

II. Propuestas de los diversos
planes p ara  la  paz

Entre 1991 y  1996, se establecieron 
seis planes para la paz en Bosnia y  
Herzegovina, cuatro para la paz en 
Croacia, otro para resolver el litigio 
entre Grecia y  Macedoma, y  unos 
cuantos para abordar los problemas de 
las comunidades y  las minorías étnicas y



nacionales. E l peón jurídico desem­
peñó su papel en todos ellos y, en ese 
tablero, los abogados fueron determi­
nantes.

Veamos pues en qué medida, los 
consejeros jurídicos contribuyeron a 
elaborar y  modelar esos planes. En 
primer lugar, tenemos que referirnos a 
los abogados de las partes. A  lo largo 
de toda su existencia, la ex Yugoslavia 
tuvo problemas para equilibrar las 
relaciones entres los Estados, los 
pueblos, y  las minorías nacionales y  
étnicas que formaban parte de la 
misma. Unos estiman que todos esos 
problemas radicaban en las normas 
que estipulaba la Constitución de 1974 
para regir esas relaciones. Se considera 
que el haber anulado la autonomía de 
Kosovo en la República Serbia, a 
finales de la década de 1980, fue el 
acontecimiento que desencadenó el 
proceso de desmembramiento de la ex 
Yugoslavia. Uno de los motivos de la 
guerra entre croatas y  serbios de 
Croacia guarda relación con el hecho 
de que, anteriormente, al pueblo serbio 
se le reconocía la condición de miem­
bro de la República Socialista de 
Croacia y  que en la  Constitución de 
1991, de la Croacia independiente, se 
lo considera tan solo una minoría. Para 
que se les volviera a reconocer esa 
condición, los pueblos croata y  serbio 
de Bosnia y  Herzegovina se moviliza­
ron, al igual que los serbios y  los 
albaneses de M acedonia. Desde un 
principio, entonces, la búsqueda de 
soluciones giró en torno a  las reivindi­
caciones de que se les considerara 
pueblos integrantes y  se reconociera su 
autonomía y  libre determinación. De 
ahí que la Declaración de Principios 
para Bosnia y  Herzegovina de 
Carnngton-Cutiliero, aceptada por las

tres partes bosnias entre febrero y  
marzo de 1992, contenga disposiciones 
en cuanto a  la organización de Bosnia 
y  Herzegovina en torno al reconoci­
miento de los tres pueblos consti­
tuyentes, cada uno de ellos con su 
propia república y  cada república con 
un territorio asignado. Desde un prin­
cipio, los negociadores y  sus abogados 
tuvieron que vérselas con planteamien­
tos como éstos.

El plan Vance-Owen para Bosnia y  
Herzegovina preveía que el país se 
organizara como una federación de 
diez provincias, reconociendo a los 
cuatro pueblos componentes de la 
misma. El plan de Stoltenberg-Owen y  
el de la Unión Europea proponían que el 
país se organizara como una unión 
de tres repúblicas, reconociendo a los 
cuatro pueblos componentes de la 
misma. E l plan del Grupo de Contacto 
nunca llegó a la etapa de ofrecer 
un anteproyecto constitucional a las 
partes. En el subsiguiente plan Dayton 
se entendía que el país debía ser una 
unión de dos entidades, es decir, la 
Federación Bosnia-Croata y  la
República Srpska. Los abogados 
asesores de Vance-Owen y  de
Stoltenberg-Owen básicamente elabo­
raron los conceptos tras las conversa­
ciones mantenidas con sus mandantes. 
El aporte de los abogados del
Departamento de Estado de los
E E .U U . fue considerable en la redac­
ción del acuerdo sobre la Federación 
Bosm a-Croata y  la constitución de 
Bosnia y  Herzegovina, patrocinado 
por dicho país y  aprobado en Dayton 
en noviembre de 1995. Es justo recordar 
que el plan adoptado en Dayton fue 
fruto de la labor iniciada en el ámbito 
de los planes Vance-Owen y  
Stoltenberg-Owen y  que los abogados



participantes aportaron tanto como los 
demás a dichos planes. El papel desem­
peñado por Paul Szasz, que trabajaba 
en la Oficina de Asesoría Ju ríd ica  
de la O N U , es digno de mención. 
L a  amplia gam a de soluciones que pro­
ponían los planes tanto para Croacia y  
Macedonia, como para las situaciones 
relacionadas con las comunidades y  las 
minorías étnicas y  nacionales, también 
deben mucho a los abogados. Además, 
cabe señalar que las soluciones prácti­
cas para los problemas relativos a las 
comunidades y  minorías étnicas y  
nacionales, no eran dogmáticas y  se 
proponían en función de cada caso.

III. Solución de problem as 
durante el proceso de nego­
ciación

Durante el proceso de consecución 
de la paz, se constató que incluso cuan­
do se estaba negociando, había que 
dilucidar cuestiones relativas a la inter­
pretación de los textos ¿n ,italii,i nadcendi. 
Para abordar estos problemas se adop­
taron dos métodos. El primero consis­
tió en que los propios negociadores 
dieran interpretaciones que hicieran 
autoridad desde el punto de vista jurí­
dico. Citemos dos ejemplos al respecto.

a )  Declaraciones interpretativas

Al comienzo del proceso de nego­
ciación Vance-Owen se planteó la 
cuestión de saber si las provincias 
que formarían parte de la federación 
de Bosnia y  Herzegovina propuesta, 
tendrían la facultad de entablar rela­
ciones internacionales. E l Sr. M artti

Ahtisaari, actual Presidente de 
Finlandia, que entonces presidía el 
Grupo de Trabajo sobre Bosnia y  
Herzegovina de la Conferencia 
Internacional sobre ex Yugoslavia, 
hizo una declaración interpretativa 
incluida en las actas de las negocia­
ciones, manteniendo que se permitirían 
algunas transacciones internacionales 
pero que las provincias no gozarían 
de personería jurídica internacional. 
El texto decía que solo Bosnia y  
Herzegovina la tendría y  que las 
provincias no podrían concluir oficial­
mente tratados internacionales. No 
obstante, se les permitiría establecer 
acuerdos administrativos entre ellas
o con otros Estados, a condición 
de que el objeto de los mismos fuera 
de competencia exclusiva de la provin­
cia en cuestión y  no afectara los 
derechos de alguna otra provincia o del 
gobierno central. Por lo tanto, las 
provincias podrían concluir acuerdos 
en materia de: educación, programas 
e instituciones culturales, radio y  tele­
visión, habilitación para ejercer oficios 
y  profesiones, utilización de recursos 
naturales, atención de salud, comuni­
caciones, producción de energía, etc. 
Las controversias respecto a la legali­
dad de los acuerdos que quisieran 
concluir las provincias entre sí o con 
el gobierno central o una entidad 
extranjera serían zanjadas por el 
Tribunal Constitucional, a solicitud de 
cualquier provincia o del gobierno cen­
tral.

En las negociaciones Stoltenberg- 
Owen sobre Bosnia y  Herzegovina, 
el Presidente Alija Izetbegovic 
escribió a  quienes compartían la 
presidencia, solicitando aclaración 
sobre la continuidad de la personería 
jurídica internacional de Bosnia y



Herzegovina. Thorvald Stoltenberg 
y  Lord Owen respondieron lo 
siguiente:

a) Bosnia y  Herzegovina y a  es un 
Estado miembro reconocido de las 
Naciones Unidas;

b) los principios aprobados en la 
Conferencia de Londres, así como 
los principios establecidos por el 
Consejo de Seguridad, garantizan 
la soberanía, la independencia y  la 
integridad territorial de Bosnia y  
Herzegovina en cuanto miembro de 
las Naciones Unidas;

c) el Artículo 1 del Acuerdo 
Constitucional, al cual adhirieron 
las tres partes, estipula que la 
Unión de Repúblicas de Bosnia 
y  Herzegovina será Estado 
Miembro de las Naciones Unidas. 
Interpretando este artículo confor­
me al espíritu de la Carta de las 
Naciones Unidas, los principios 
de la Conferencia de Londres y  
los principios establecidos por el 
Consejo de Seguridad, confirma­
mos que a nuestro entender, el 
contenido del Artículo 1 estipula 
que la Unión de Repúblicas de 
Bosnia y  Herzegovina seguirá siendo 
Estado Miembro de las Naciones 
Unidas.

Durante la negociación de un 
acuerdo económico entre el gobierno 
croata y  los serbocroatas, se planteó 
otra cuestión respecto a  la cual, los 
copresidentes tuvieron que hacer una 
declaración interpretativa para que el 
proceso de negociación siguiera ade­
lante.

b) Opiniones arb itrales

Anteriormente, se aludió al papel 
que desempeñó la Comisión Badinter 
para determinar si las repúblicas que 
sucedieron a la ex Yugoslavia reunían 
los requisitos estipulados para el reco­
nocimiento. También nos referiremos a 
dicha comisión para aclarar algunos 
puntos que se plantearon durante el 
proceso de negociación. En los debates 
sobre asuntos relativos a la sucesión, 
en momentos en que las partes estaban 
estancadas en la controversia sobre la 
fórmula que debería utilizarse en la 
redacción del tratado sobre la distribu­
ción del activo y  el pasivo, el 
Presidente del Grupo de Trabajo sobre 
Aspectos de la Sucesión en el marco de 
la Conferencia Internacional sobre ex 
Yugoslavia, remitió varios asuntos a  la 
Comisión Badinter que emitió opi­
niones jurídicas respecto a  los mismos. 
Huelga decir que la República Federal 
de Yugoslavia (Serbia y  M ontenegro), 
que había hecho críticas incisivas a la 
Comisión Badinter por la opinión que 
había dado respecto a si Yugoslavia se 
había desmembrado o no, tampoco 
aceptó dichas opiniones.

El dispositivo de arbitraje de la 
interpretación también se utilizó res­
pecto al acuerdo por el cual se esta­
blecía la Federación Bosnio-Croata. 
Cuando se plantearon dificultades en 
cuanto a la interpretación y  aplicación de 
dicho acuerdo, las partes decidieron 
confiar el arbitraje a Roberts Owen, ex 
consejero jurídico del Departamento 
de Estado de los E E .U U ., que dio su 
parecer acerca de los asuntos que se 
sometieron a  su consideración. E l 
acuerdo de paz elaborado en Dayton, 
Ohio, también preveía la creación de 
un Tribunal de Arbitraje.



Las conversaciones de Dayton 
casi se van a  pique debido a la contro­
versia sobre la disposición de la zona 
de Brcko, al norte de Bosnia. El 
hecho de que no hubiera acuerdo 
alguno, obedeció a que los abogados 
presentaron un artículo relativo al 
arbitraje. Respecto a la parte de esta 
frontera que era objeto de litigio, 
las partes aceptaron el arbitraje vincu­
lante de un grupo de tres árbitros; 
uno nombrado por cada parte y  el 
tercero por el Presidente de la Corte 
Internacional de Justicia. Los procedi­
mientos de dicho tribunal se rigen por las 
reglas de C N U D M IN .

IV. Soluciones viables verjud 
purism o jurídico

Durante las negociaciones se 
constataron claramente dos cosas. 
En primer lugar, los abogados 
deberían dar su opinión pero no 
dominar el proceso de negociación. 
L a  fina-lidad de las negociaciones es 
establecer la  paz y  los abogados 
están allí para ayudar a que se logre 
ese objetivo, no para obstaculizarlo. 
En el ámbito de las negociaciones, 
el perfeccionismo jurídico puede resultar 
catastrófico.

En segundo lugar, un texto breve 
que las partes estén en grado de aceptar 
y  cuyos detalles sean ultimados poste­
riormente puede facilitar el acuerdo; 
en cambio, un anteproyecto minucioso 
puede surtir el efecto contrario. 
También en este caso, el perfeccionis­
mo jurídico puede acabar con las nego­
ciaciones.

V. Escollos

Durante las negociaciones, la 
conducta de un abogado extranjero, 
contratado por una de las partes, 
provocó un incidente que sirvió de 
alerta a los demás participantes para 
que se precavieran de los escollos con 
que pueden tropezar. En efecto, 
durante las negociaciones Stoltenberg- 
Owen, un abogado estadounidense 
que prestaba servicios al gobierno 
de Bosnia y  Herzegovina pidió reunirse 
con uno de los abogados de la C IE Y  
para hablar sobre la interpretación de 
uno de los documentos de trabajo que 
se estaba discutiendo. E l abogado de la 
C IE Y  conocía al abogado del gobierno 
y, siendo de la misma nacionalidad, 
procedieron a un franco intercambio 
de puntos de vista. El día siguiente, el 
abogado de la C IE Y  descubrió anona­
dado que su compatriota, que tenía un 
testigo consigo, había hecho un resu­
men selectivo de la conversación man­
tenida, lo había certificado y  le había 
dado amplia difusión. E l abogado de la 
CIEY, por su parte, se encontraba solo 
e indefenso, pero sus colegas de la 
CIEY, conociendo su profesionalismo 
e integridad, se solidarizaron con él 
para sacarlo del atolladero. Afortuna­
damente, el incidente se disipó sin 
dejar huellas. Aquí lo mencionamos a 
título de advertencia respecto a la clase 
de infamia a la que se expone quien 
baja la guardia.

VI. Los tribunales internacionales 
y  el proceso de negociación

L a  repercusión de los tribunales 
internacionales en el proceso de



negociación es un tema que ha de tra­
tarse in exteruo, por lo tanto, aquí nos 
limitaremos a  dos cuestiones que sur­
gieron en la práctica. L a  primera, se 
planteó cuando el Tribunal Penal 
Internacional de ex Yugoslavia anun­
ció el acta de acusación de uno de los 
negociadores a  quien se imputaban crí­
menes internacionales. Entonces, 
había que establecer si países como 
Suiza, donde solían tener lugar las 
negociaciones de paz, podía permitir 
que la persona en cuestión entrara en 
su territorio para participar en las 
negociaciones o si las autoridades 
debían detenerlo en cuanto llegara al 
país. E l gobierno suizo decidió que lo 
detendría si dicho tribunal emitía una 
orden de arresto. En el caso de que la 
persona en cuestión fuera sólo acusada 
por el Tribunal y  que éste no emitiera 
dicha orden, Suiza no procedería al 
arresto.

L a  segunda, se planteó durante las 
conversaciones de Dayton, ya  que el 
Tribunal emitió actas de acusación 
contra los principales líderes de las

partes en conflicto, a  pesar de los 
esfuerzos que se estaban haciendo para 
lograr la paz. Este asunto, bastante 
controvertido, requerirá ulterior 
reflexión por parte de abogados y  de 
quienes participan en las negociaciones 
de paz.

Com entarios

Este artículo fue redactado con la 
finalidad de estimular la reflexión de 
organizaciones de abogados, tales 
como la Comisión Internacional de 
Juristas, acerca de la función que 
deberían cumplir en lo que atañe a pre­
parar y  apoyar a los colegas durante 
negociaciones de paz. Sería convenien­
te y  oportuno que la C I J ,  por ejemplo, 
solicitara y  publicara una colección de 
artículos sobre la experiencia de los 
abogados en otras negociaciones de 
paz, lo que permitiría establecer com­
paraciones y  detectar puntos comunes 
para luego hacer las recomendaciones 
pertinentes.
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I. Introducción

El presente informe analiza el 
desempeño de la Organización de los 
Estados Americanos (O EA ) en mate­
ria de derechos humanos durante el 
período comprendido entre julio de 
1995 y  junio de 1996. Se presta espe­
cial atención a las actividades del 
Consejo Permanente de dicha organi­
zación durante la segunda mitad de 
1995 y  primera mitad de 1996, así 
como a la Asam blea General celebrada 
en Ciudad de Panamá en junio de 
1996, en todo lo que dichas actividades 
dicen relación con derechos humanos. 
También se revisan los principales 
desarrollos en el ámbito de la Comisión 
y  Corte Interamericana de Derechos 
Humanos.

E l tema de mayor relevancia lo 
constituye la potencial reforma del 
Sistem a Interamericano de Derechos 
Humanos. E sta  propuesta, surgida de

algunos estados, será debatida en pro­
fundidad en el curso de la segunda 
mitad de 1996. En este informe se ana­
liza con detenimiento esta temática y  
sus implicancias.

II. Consejo Perm anente

Gran parte del trabajo del Consejo 
Permanente está concentrado en la 
preparación de los temas y  la agenda 
de la Asamblea General. El Consejo 
Permanente se reúne con mayor fre­
cuencia durante el primer semestre de 
cada año, ante la proximidad de la 
Asamblea General la cual generalmente 
se celebra en junio.

E l Consejo Permanente de la O EA  
está integrado por varias Comisiones 
que sesionan sobre diferentes temas. 
En materia de derechos humanos, la

1 Felipe González es R epresentante en A m érica L atin a del International H um an R ights Law  
G roup (organización afiliada a  la  Com isión Internacional de Ju r is ta s)  y  Profesor de D erecho 
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Chile. D iego  R odríguez se  desem peñó h asta  abril de 1996 com o L egal O fíicer for Latin 
A m erica del L aw  G roup, siendo actualm ente D irector Ju ríd ico  del Proyecto de Repertorio 
de Jurisprudencia de la  Comisión Interamericana de Derechos Hum anos. K atya Salazar es Legal 
Fellow  en el L aw  G roup y  ab ogad a del Instituto de D efen sa L egal de Lim a, Perú. D iego 
R odríguez y  K aty a  Sa lazar cubrieron las sesiones del C onsejo Perm anente de la  O E A  y  
Felipe G onzález asistió  a  la  A sam blea G eneral celebrada en Panam á en representación del 
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Comisión de Asuntos Juríd icos y  
Políticos es el órgano más relevante. 
En su seno se discuten diversos temas 
relacionados con la adopción de 
convenciones internacionales de dere­
chos humanos y  en particular los 
informes que presentan anualmente la 
Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos y  la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos.

1. Inform e A nual de la  Corte 
Interam ericana de D erecho 
Hum anos

L a  Corte Interamericana de 
Derechos Humanos presentó su 
Informe Anual correspondiente a 1995 
ante la Comisión de Asuntos Jurídicos y  
Políticos el día 21 de marzo de 1996.

a. Decüioned de la  Corte

L a  decisión más importante adopta­
da por la Corte durante el período en 
mención fue la sentencia en el caso 
Caballero D elgado y  San tan a contra 
Colombia. Este es el primer caso en el 
que la Corte se pronuncia en relación 
a violaciones cometidos por dicho 
Estado. El caso se refería a la desapa­
rición forzada de Isidro Caballero 
Delgado y  M aría del Carmen Santana.

L a Corte estableció en este caso la 
responsabilidad estatal de Colombia, 
debido a la participación de militares 
en dichas desapariciones, así como a  la 
tolerancia de las actividades de civiles 
en el mismo sentido. L a  Corte consi­
deró que Colombia había violado los 
artículos 4 (derecho a  la vida), 7 (dere­
cho a la libertad personal) y  1.1. (deber

de respetar los derechos de las perso­
nas ba;o su jurisdicción) de la 
Convención Americana Sobre
Derechos Humanos.

Sm  embargo, vanos aspectos de la 
misma sentencia resulta problemáticos 
desde el punto de vista del Derecho 
Internacional. Entre ellos resaltan las 
afirmaciones de la Corte señalando que 
no se ha violado “el derecho a la inte­
gridad personal garantizado por el artí­
culo 5 de la Convención, y a  que a  su 
juicio no hay prueba suficiente de que 
los detenidos hayan sido torturados o 
sometidos a malos tratos” (parágrafo 
65), así como la de que “ [d]ado el corto 
tiempo transcurrido entre la captura de 
las personas a que se refiere este caso y  
su presunta muerte, la  Corte considera 
que no ha habido lugar a la aplicación de 
las garantías judiciales contenidas en el 
artículo 8 de la Convención y  que, en 
consecuencia, no existe violación de 
ese artículo” (parágrafo 64). Además, 
la  Corte estimó que tampoco se había 
violado el derecho a  un recurso efectivo, 
contemplado en el artículo 25.1 de la 
Convención.

Respecto de la violación alegada al 
derecho a  la integridad personal, hay 
que considerar el problema del peso 
de la prueba en el contexto en que 
tuvieron lugar las desapariciones. 
Estas ocurrieron en 1989, un año en 
el que hubo 312 desapariciones 
forzadas en Colombia. Se trataba, en 
consecuencia, de una práctica estatal 
masiva y  sistemática, destinada, preci­
samente, a intentar ocultar y  destruir 
toda evidencia. Habiéndose, en el caso 
en comento, probado las desapari­
ciones forzadas, el peso de la prueba 
respecto de la no existencia de las



violaciones de derechos involucradas 
en ellas debió haber recaído en el estado 
colombiano. A  ello cabe añadir que la 
Comisión aportó prueba adicional 
sobre la existencia de tortura en las 
víctimas, lo que debiera haber bastado 
para fundar prima facie dicha alegación. 
Por otra parte, la Corte no consideró - 
como sí lo han hecho numerosos órganos 
internacionales de derechos humanos 
en la O N U  y  en la OEA- que el grado de 
sufrimiento que una desaparición for­
zada provoca en los familiares trans­
forma a éstos en víctimas de torturas.

Resulta sorprendente, por otra 
parte, la argumentación de la Corte 
respecto de las garantías judiciales y  el 
acceso a un recurso efectivo. En la 
especie, las víctimas fueron secuestra­
das por ser, presumiblemente “subver­
sivos” o “terroristas”; sin embargo, 
ellas no fueron presentadas ante tribunal 
alguno para ser sometidos a un debido 
proceso, sino que, aparentemente, fueron 
ejecutadas. En cuanto a la falta de un 
recurso efectivo, los agentes del estado 
que participaron en las desapariciones 
forzadas no proporcionaron informa­
ción al juez a  cargo de la tramitación 
del habeas corpus, cuestión que la 
Corte soslayó al resolver que no había 
violación al artículo 25.1.

Por sobre todo, importantes pasajes 
del fallo en este caso revelan que el cri­
terio de interpretación utilizado por los 
jueces no se ciñó a  las pautas estableci­
das en los instrumentos internacionales 
de derechos humanos, en el sentido de 
que las disposiciones protectoras de 
tales derechos deben ser interpretadas 
extensivamente y  las disposiciones que 
los restringen deben ser consideradas 
con un criterio restrictivo.

b. Casos en Trám ite ante La Corte

L Medidas Provisionales

Durante el período en análisis, la 
Corte ordenó la adopción de medidas 
provisionales de protección en varios 
casos. Dentro de los casos en los que la 
Comisión y a  ha presentado la demanda 
respectiva ante la Corte están el Caso 
B lak e  contra Guatemala.

En otros casos que aún no han sido 
enviados a la Corte, la Comisión 
solicitó la adopción de medidas 
provisionales en el Caso Carpió 
Nico le y  el Caso Colotenanxjo, ambos 
pendientes ante la Comisión Inter- 
americana de Derechos Humanos 
contra Guatemala.

La Corte y  la Comisión parece asumir 
que si se otorgan medidas provisio­
nales (artículo 24 del Reglamento de la 
Corte) en un caso que aún no ha sido 
sometido a  la consideración de la 
Corte, es necesario que la Comisión lo 
presente con posterioridad. Tal inter­
pretación queda evidenciada en el 
Caso Colotenango. D icha interpreta­
ción es inapropiada, teniendo en cuenta 
que se trata de dos cosas completamen­
te distintas.

¿i. Decisiones sobre Excepciones 
Preliminares

L a Corte se pronunció sobre las 
excepciones preliminares interpuestas 
por el Estado de Perú en los casos 
L oay za y  C astillo Páez. En ambos 
casos, la Corte desestimó los alegatos 
del Gobierno y  entró a  considerar el 
mérito o fondo del asunto.



Durante la sesión del Consejo 
Permanente en la cual se presentó el 
Informe de la Corte intervinieron oral­
mente varios representantes de estados 
miembros de la organización.

E l Representante de N icaragua 
expresó su satisfacción con el informe 
de la Corte y  manifestó que su 
Gobierno aceptará cualquier decisión 
que la Corte o la Comisión adopten en 
relación a su país. Actualmente, la 
Corte está tramitando el caso Genie 
Lacayo en contra de ese Estado.

Por su parte, el Representante de 
Uruguay resaltó la necesidad de que la 
Corte dé cumplimiento a lo señalado 
por el artículo 65 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos. 
Dicha disposición establece que la 
Corte “...señalará los casos en que un 
Estado no haya dado cumplimiento a 
sus fallos.”

Recientemente, y  como resultado 
de una solicitud formulada por la 
Asamblea General de la O EA, la Corte 
y  la Comisión emitieron un pronuncia­
miento conjunto según el cual conside­
ran inapropiado en este momento 
reformar el Sistem a Interamericano de 
Derechos Humanos. Dichos órganos 
emitieron este pronunciamiento a soli­
citud de la Asamblea General de 1995.

N o obstante, el representante de 
Colombia manifestó su interés en la 
introducción de una reforma sustancial 
a dicho Sistema. A  juicio del delegado 
colombiano, debería considerarse 
incluso la posibilidad de unificar la 
Corte y  la Comisión. Perú adhirió a

dicha propuesta, aunque en términos 
ambiguos. Guatemala se refirió a la 
“conveniencia” de tener los dos 
órganos en una misma ciudad. Chile se 
unió al grupo al manifestar que tiene 
gran interés en participar en una 
evaluación para reformar el Sistem a 
Interamericano.

En cambio, la delegación uruguaya 
destacó el hecho de que la Corte y  la 
Comisión (los dos órganos especializados 
en derechos humanos de la O EA ) esti­
maran en su pronunciamiento reciente 
que no es oportuno introducir refor­
mas a la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos.

L a  representación de Canadá, por 
su parte, manifestó su inquietud sobre la 
iniciativa de modificar el sistema, 
aunque expresó que no se opone a ella a 
priori. L a  delegación canadiense añadió 
que cualquier discusión relacionada 
con la modificación del sistema tendría 
que incluir a la Comisión, a  la  Corte y  
a  las Organizaciones no-gubernamen- 
tales (O N G s).

En el mismo sentido se pronunció el 
representante de Estados Unidos, que 
se refirió en términos explícitos a las 
implicaciones de la propuesta, expre­
sando reservas sobre la unificación de 
la Corte y  la Comisión, así como acerca 
de un eventual traslado de la sede de 
esta última a San  Jo sé .

Los otros delegados de países del 
hemisferio se abstuvieron de apoyar 
la iniciativa de Colombia, Perú, 
Guatemala y  Chile, y  se refirieron a 
otros temas, tales como la necesidad de 
fortalecer a la Corte proporcionando 
recursos humanos y  financieros ade­
cuados.



2. Inform e Anual de la  Com isión 
Interam ericana de D erechos 
H um anos

El 30 de abril de 1996, la Comisión 
Interamericana de Derechos 
Humanos presentó su Informe Anual 
correspondiente al año 1995 ante la 
Comisión de Asuntos Jurídicos y  
Políticos del Consejo Permanente de la
OEA.

L a  Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos se reunió en su 
90o. Sesión Ordinaria del día 11 al día 
21 de septiembre de 1995, y  en su 
91o. Sesión Ordinaria del día 26 de 
febrero al día 8 de marzo de 1996. 
Subsecuentemente, se reunió en Sesión 
Extraordinaria del 29 de abril al 3 de 
mayo de 1996.

Durante el segundo semestre de
1995, a partir de la Sesión Ordinaria 
de septiembre, la Comisión tomó la 
decisión de solicitar al Secretario 
General de la O E A  César Gaviria, la 
remoción de la Secretaria Ejecutiva 
Edith Márquez, quien se desempeñaba 
en el cargo desde 1995. Cabe hacer 
notar que debido a la inacción al res­
pecto del Secretario General durante 
varios meses, el Comisionado Michael 
Reisman presentó su renuncia en el 
mes de diciembre. Finalmente, y  y a  en
1996, el Secretario General de la O EA  
dispuso el nombramiento de Jo rge  
Taiana en reemplazo de Edith 
Márquez.

L a  dificultad advertida para solu­
cionar la crisis de la Secretaría 
Ejecutiva de la Comisión puso de 
manifiesto una vez más el absurdo 
de que los miembros de la Comisión

no puedan nombrar a su propio 
“staff”, entorpeciendo su trabajo.

En la sesión de febrero de 1996 
iniciaron actividades tres nuevos 
comisionados: Carlos Ayala, Jean-
Jo seph  Exume y  Robert K. Goldman. 
En dicha Sesión fue elegido el 
Comisionado Claudio Grossman 
como Presidente de la Comisión y  el 
Comisionado Jo h n  S. Donaldson 
como Vicepresidente. Como Segundo 
Vicepresidente fue elegido el 
Comisionado Carlos Ayala.

a. Casos presentados a  la  Corte 
Interam ericana

En su 90a Sesión Ordinaria la 
Comisión decidió enviar 6 casos a la 
Corte: 2 contra Guatemala, 1 contra 
Ecuador, 1 contra Argentina y  2 contra 
el Perú.

En su 91a Sesión Ordinaria, la 
Comisión decidió enviar 6 casos a 
la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos: 3 contra Guatemala, 2 
contra Perú y  1 contra Ecuador.

Cabe hacer notar que la Comisión 
no sometió a  la Corte casos relaciona­
dos con Colombia, país que tiene 
una de las situaciones más graves en 
materia de derechos humanos en el 
hemisferio. Una explicación para 
ello podría hallarse en el hecho de 
que durante los últimos dos años 
el gobierno de Colombia ha manifestado 
su disposición de entrar en procesos 
de solución amistosa en casos presen­
tados ante la Comisión, tal como 
sucedió en el relacionado con la 
M asacre de Trujillo, en el cual el estado 
colombiano aceptó públicamente la



responsabilidad internacional del 
Estado y  estableció otras formas de 
reparación. Esta explicación se refuerza 
al constatarse que en el caso de 
Guatemala la Comisión ha remitido 
cinco casos a  la Corte desde 1995. El 
gobierno de Guatemala no ha mostra­
do interés en solucionar los casos 
sometidos a  consideración de la 
Comisión.

b. M edidas Provisionales de 
Protección

L a  Comisión ha solicitado medidas 
cautelares (Art. 29 de Reglamento de 
la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos) en casos en los 
que la vida e integridad personal de 
una persona corría peligro. Este meca­
nismo parece haber tenido un efecto 
importante en ciertos países, y a  que ha 
podido verificarse que de dicha medida 
tienen conocimiento autoridades 
locales tales como jueces de primera 
instancia o jueces de paz.

L a  Comisión también ha recurrido 
al mecanismo de las medidas provisio­
nales que ordena la Corte. L a  
Comisión tiene competencia para soli­
citar dichas medidas en casos que no 
han sido sometidos a la consideración 
de la Corte. S i bien este instrumento 
ha sido utilizado ocasionalmente, ha 
probado ser efectivo.

c. Casos individuales

Durante las Sesiones Ordinarias de 
la Comisión se aprobaron 9 casos 
individuales para ser publicados en el 
Informe Anual de la Comisión corres­
pondiente al año de 1995. E sta  cifra, 
comparada a los 6 casos publicados en el

año inmediatamente anterior refleja 
una mayor actividad en cuanto al trá­
mite de los casos individuales, aunque, 
aunque no llega todavía a los niveles de 
actividad alcanzados en 1993, oportu­
nidad en la que se publicaron 37 casos 
individuales.

D e cualquier modo, no se puede 
dejar de mencionar el contraste 
evidente entre el número de informes 
publicados este año -9 informes- y  
los casos en giro que tenía la Comisión 
en ese momento -735 casos en giro, de 
los cuales 140 se iniciaron durante 
1995.

Una de las decisiones más impor­
tantes referidas a casos individuales 
en el pasado año la constituye la 
recaída en el caso No. 10.970, de 
Raquel M artín de M ejía contra el 
Perú. En dicho caso se aborda, por 
primera vez en el sistema inter­
americano (y posiblemente sea la 
primera vez que un organismo inter­
nacional adjudique un caso individual 
sobre la materia), la  violación sexual 
como tortura. L a  Comisión consideró 
que se trataba de una tortura física y  
psicológica.

De esta manera, se reconoce que el 
grado de afectación del derecho a  la 
integridad personal aparece vulnerado 
en modalidad más extrema -la tortura- 
en los casos de violación sexual y  que 
no trata solamente de un trato cruel o 
inhumano. Este enfoque es claramente 
consiste con la definición de tortura 
contenida en los instrumentos interna­
cionales, incluyendo la Convención 
Interamericana Para Prevenir y  
Sancionar la Tortura.



D e allí que sea dable esperar que en 
lo sucesivo la Comisión mantenga este

■4. • 2criterio.

d. Inform es Generales

Desde la década de 1960, una de las 
funciones principlaes del trabajo de la 
Comisión Inter americana b a  estado 
centrada en la elaboración de Informes 
Generales sobre la situación de los 
derechos humanos en países determi­
nados. L a  Comisión es el único 
órgano dentro del Sistem a Inter- 
americano de Derechos Humanos 
que desempeña esta función. Además, 
a través de un informe general la 
Comisión puede declarar que ciertas 
normas internas son incompatibles 
La abstracto con disposiciones de la 
Convención Americana. Sin embargo, 
y  por primera vez después de 
muchos años, el Informe Anual de la 
Comisión no contiene informe general 
alguno.

Históricamente, estos informes se 
han referido de manera preferente, 
aunque no exclusiva, a la situación de 
los derechos humanos en estados regidos 
por gobiernos dictatoriales. N o obstan­
te, y  en la medida en que la mayoría de 
los estados de la O E A  han pasado a ser 
regidos por gobiernos elegidos en las 
urnas, se ha suscitado un movimiento 
tendiente a  que la Comisión omita en lo 
sucesivo estos informes.

El Decano Claudio Grossman, 
Presidente de la Comisión Inter- 
americana de Derechos Humanos, 
resaltó en primer lugar la característica 
dual del Sistem a Interamericano, por 
un lado buscando el “...fortalecimiento de 
las democracias a través de un sistema de 
‘detección’ de síntomas para evitar su 
menoscabo...” y  por otro administran­
do justicia en el caso particular. Como 
ejemplo mencionó el Informe elabora­
do por la Comisión en el caso de 
Raquel Martín de M ejía (contra el 
estado peruano) donde se conceptualiza 
el abuso sexual como tortura.

Mencionó también las visitas Ln loco 
realizadas por la Comisión a Haití, 
Brasil, Estados Unidos (dos veces en 
1995), y  misiones especiales a 
Colombia y  Guatemala.

También se refirió a las actividades 
de la Comisión en relación con la  Corte 
Interamericana, señalando los casos 
contenciosos sometidos a la conside­
ración de la Corte referentes a 
Argentina, Ecuador, N icaragua y  
Venezuela, una diligencia judicial 
llevada a cabo en Colombia, la ratifica­
ción de medidas provisionales en un 
caso contra Guatemala y  la sentencia 
dictada por la Corte en un caso contra 
Colombia y  otro contra Perú.

2 Con anterioridad al caso mencionado, en 1995, al presentar la  Com isión ante la  C orte el caso 
de M aría  E len a L oay za -tam bién contra el Perú- sólo alegó que la  violación sexual de la  vícti­
m a constituía un trato cruel y  degradante. E l contexto en el que se presentan am bas viola­
ciones es muy similar, con la sola diferencia de que en el caso de Raquel M artín de M ejía la  víctima 
no se encontraba detenida sino en una zona que estaba bajo  estado de excepción, m ientras 
que en el caso  de M aría  E len a L oay za la  víctim a se encontraba detenida e incom unicada, acu­
sad a de terrorism o y  traición a  la  patria, tam bién bajo el estado de excepción.



El representante de N icaragua 
expresó su satisfacción con el Informe 
de la Comisión, calificándolo como el 
“mejor” informe realizado hasta ahora. 
Cabe observar que dicho represen­
tante había propugnado desde largo 
tiempo la eliminación de los Informes 
Generales del Informe Anual de la 
Comisión, lo que se concretó por lo 
menos por esta vez.

E l representante de Brasil calificó 
al Informe como un documento muy 
equilibrado y  la visita in Loco al Brasil 
como un éxito. Además consideró que 
el Sistema Interamericano debiera ser 
repensado, opinión que fue compartida 
por la representante del Perú.

El representante de Venezuela 
destacó los serios problemas de fondo 
que existirían en el Sistem a 
Interamericano, refiriéndose a éste 
como una “caricatura de sistema.” 
Planteó que debe procederse a  la 
revisión y  reforma del Sistema 
Interamericano y  concretamente a 
eliminar la dualidad Corte y  Comisión, 
sobre todo por el hecho de que la 
Comisión es “juez y  parte” en los pro­
cesos.

De otro lado, la representante de 
M éxico expresó su apoyo al Sistema 
Interamericano solicitando que todos 
los estados sean partes de la 
Convención. En el mismo sentido el 
representante de Haití quiso dejar 
sentado que la participación de la 
Comisión fue decisiva para superar la 
crisis haitiana.

E l Decano Claudio Grossman, en 
su réplica, subrayó la imparcialidad 
e independencia de la Comisión,

señalando enfáticamente que todos los 
estados miembros de la O E A  sin 
excepción están sujetos a la Comisión 
Interamericana y  negando que se trate 
de una caricatura de Sistema.

Finalmente, se anunció la reali­
zación de una reunión de expertos en 
diciembre próximo, en la que se anali­
zará el Sistem a Interamericano de 
Derechos Humanos y  eventualmente 
se formularán recomendaciones para 
su perfeccionamiento.

f . Resolución dobre La Comisión

El Consejo Permanente, en sesión 
celebrada el 22 de mayo de 1996, 
consideró el Informe realizado por la 
Comisión de Asuntos Juríd icos y  
Políticos con relación a  las observa­
ciones y  recomendaciones al Informe 
Anual de la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos y  acordó hacer­
lo suyo para remitirlo a la Asamblea 
General junto con el proyecto de 
Resolución.

Como en anteriores oportunidades, 
en las discusiones previas la 
Representante del Perú propuso la 
inclusión de un artículo condenando el 
accionar terrorista y  la violación de 
derechos humanos por parte de estos 
grupos. Argumentaba que su propuesta 
no era gratuita sino que tenía su origen 
en criterios y a  establecidos por la 
O EA, concretamente en la resolución 
1112 XXI-0-91, referida al fortaleci­
miento de la O E A  en materia de 
Derechos Humanos. E sta propuesta 
fue muy cuestionada por el resto de los 
representantes, especialmente las 
delegadas de México y  Argentina, 
expresando que, sin perjuicio de la



gravedad del accionar terrorista, desde 
el punto de vista internacional la res­
ponsabilidad es de los estados.

Por otra parte, se aprobó casi sin 
cuestionamientos la  propuesta de la 
representante argentina de incluir un 
artículo referido a  la eliminación de 
toda discriminación contra la mujer.

3. G rupo de Trabajo sobre la  parti­
cipación de las organizaciones 
no-gubernam entales en la
O EA .

Uno de los temas que con más preo­
cupación han venido siguiendo las 
O N G s es el relacionado con su partici­
pación en los órganos políticos del 
Sistem a Interamericano. Durante los 
últimos dos años éste se ha convertido en 
uno de los temas críticos para la demo­
cratización y  transparencia del
Sistema. A  estos efectos, se estableció 
en 1994 un Grupo de Trabajo al interior 
del Consejo Permanente, liderado por 
Canadá. Sin embargo, en los dos años 
transcurridos desde que iniciara sus 
actividades este Grupo de Trabajo no 
se han apreciado avances significati­
vos.

En la actualidad no existe un meca­
nismo formal, institucionalizado, de 
participación de las O N G s en los órga­
nos políticos de la O EA. Desde 1994 
se ha permitido que las O N G s asistan 
como observadores a algunas sesiones 
del Consejo Permanente. N o obstante, 
no se trata de un mecanismo regular de 
participación, y a  que queda entregado 
a  la discrecionahdad de los estados el 
avisar o no a  las O N G s acerca de la

celebración de reuniones, las O N G s no 
reciben la Orden del D ía y  no se les 
permite realizar intervenciones orales 
ni distribuir documentos por conduc­
tos oficiales. En lo que se refiere 
específicamente al Grupo de Trabajo 
en comento, las O N G s no han sido 
informadas previamente a  la realiza­
ción de sesiones, por lo que han 
quedado al margen de los debates en 
un tema que les concierne de manera 
directa. En cuanto a la participación en 
la Asamblea General de la OEA, las 
O N G s deben solicitar una invitación, 
cuya concesión es discrecional y  que, 
en todo caso, y  tal como en el Consejo 
Permanente, no las faculta para 
efectuar intervenciones orales ni hacer 
circular documentos de manera oficial.

Durante los dos años transcurri­
dos desde la creación de este Grupo de 
Trabajo, éste sólo se ha dedicado a  
recabar información acerca de los 
antecedentes existentes en la O E A  que 
pudieran permitir un mayor acceso de 
la organizaciones no-gubernámentales. 
Si bien una resolución del año 1971 
arroja alguna luz sobre las relaciones 
entre la O E A  y  otros organismos 
(incluidas las O N G s), dicha resolución 
está lejos -como han querido ver algunos 
Gobiernos- de establecer en propiedad 
un sistema formal de participación de 
las O N G s en la O EA, por lo que, si se 
quiere avanzar en la transparencia 
y  democratización de ésta, resulta 
imprescindible avanzar más allá de 
dicha resolución, estableciendo un 
estatuto que asegure la participación 
de la sociedad civil. E l referente 
elemental al respecto lo constituye el 
sistema de Naciones Unidas, organiza­
ción de la cual son partes todos los 
estados miembros de la O EA, por lo 
que no se advierte una razón fundada



para mantener una situación distinta 
en esta última.

Desde la creación del Sistema 
Interamericano de Derechos 
Humanos, las O N G s han realizado 
contribuciones significativas al desar­
rollo del Sistema. Ello se ha manifes­
tado a  través de la presentación 
y  seguimiento de numerosos casos 
individuales ante la Comisión Inter- 
americana de Derechos Humanos; 
del aporte de información relevante 
para las visitas Ln loco de la Comisión a 
diversos países, así como para la pre­
paración de sus Informes Generales 
sobre países; de la actuación de sus 
abogados como asesores de la 
Comisión en los casos contenciosos 
seguidos ante la Corte; de la presentación 
de una serie de amici curiae durante 
la tramitación de solicitudes de 
Opiniones Consultivas ante este último 
órgano; y, en general, de su labor activa 
en la preparación de los instrumentos 
interamericanos en materia de dere­
chos humanos. Resulta indispensable 
complementar estas formas de contri­
bución con la participación institucio­
nalizada ante los órganos políticos de 
la OEA, puesto que éstos ejercen una 
influencia insoslayable en el trabajo de 
los órganos de derechos humanos.

III. A sam blea general

Como es usual, menos de una decena 
de O N G s estuvo presente en la 
Asamblea General de la O EA, que 
esta vez tuvo lugar en Ciudad de 
Panamá. Además del Law  Group y  la 
Comisión Internacional de Juristas, se 
encontraban representadas Amnistía

Internacional, el Centro por la Ju stic ia  
y  el Derecho Internacional (C E JIL ) ,  
el Center for Mental Disability Rights de 
American University y  Human Rights 
Watch. A  nivel local, participó una 
organización de personas discapacita­
das, en conexión con la aprobación de 
una Compromiso de la O E A  por los 
derechos de las personas con proble­
mas de discapacidad. L a  menguada 
representación de la sociedad civil una 
vez más no fue de extrañar, atendido el 
escaso margen de acción que se permi­
te a la O N G s en el contexto de las 
Asambleas Generales de la OEA.

E l hecho de mayor notoriedad 
pública de la Asamblea General consis­
tió en la resolución condenatoria de la 
Ley Helms-Burton por 23 votos contra
1 (el de Estados Unidos), por la  viola­
ción al Derecho Internacional que ella 
representa. Aunque esta materia no 
estaba originalmente incluida en la 
agenda de la Asamblea General, fue 
incorporada a  propuesta de Canadá y  
México, obteniendo un amplio apoyo 
de los estados miembros de la O EA.

1. Acceso de las O N G s

Procurando revertir la situación de 
estancamiento existente en el Consejo 
Permanente acerca de la participación 
de las O N G s en los órganos políticos 
de la O E A  (ver supra), se realizó un 
intenso trabajo debbby por parte de 
dichas organizaciones con diversos 
gobiernos.

Varios gobiernos se mostraron 
receptivos a la propuesta de las O N G s 
respecto de la necesidad de elaborar un



estatuto que asegure su participación 
ante los órganos políticos de manera 
efectiva, utilizando como modelo la 
forma de participación en la O N U . En 
este sentido, la delegada de Argentina, en 
una intervención oral en la Comisión 
de Asuntos Juríd icos y  Políticos de la 
Asamblea General, llamó la atención 
sobre el aporte que las O N G s han 
hecho al Sistem a Interamericano, 
resaltando la necesidad de establecer 
para ellas un status consultivo, a la 
manera como existe en Naciones 
Unidas.

Las O N G s aprovecharon su pre­
sencia conjunta en la Asamblea 
General para acordar los principales 
elementos que debería incorporar 
dicho estatuto, comenzando un proce­
so de redacción del mismo, que se 
espera concluir pronto, para su presen­
tación ante el Consejo Permanente por 
una delegación gubernamental.

2. Com isión Interam ericana de 
D erechos H um anos

En su presentación oral ante la 
Asamblea General, el Presidente de la 
Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos señaló que de la omisión este 
año de informes generales sobre países 
no debe derivarse que la Comisión no 
continuará ejerciendo esta función, 
sino solamente que se está en un proce­
so en el cual la Comisión definirá crite­
rios para seleccionar los estados a  los 
que dichos informes se referirán en el 
futuro. Añadió que la Comisión defi­
nirá estos criterios a  la brevedad y  ase­
guró que el Informe Anual del próximo 
año volverá a contener tales informes.

Desde el punto de vista de la 
protección de los derechos humanos, 
es indispensable que efectivamente 
la Comisión reanude la publicación 
de informes generales sobre países, 
resistiendo las presiones de algunos 
gobiernos. En particular, cabe conside­
rar aquí que con el advenimiento de 
gobiernos elegidos en las urnas en la 
región no significa, ni de cerca, que las 
violaciones masivas y  sistemáticas a los 
derechos humanos hayan concluido. 
Cabe constatar en este punto lo señala­
do por el propio Presidente de la 
Comisión al referirse aldocket de casos 
individuales actualmente en tramita­
ción en la Comisión: el 93% de ellos 
corresponde a violaciones a derechos 
elementales, generalmente como resul­
tado de violaciones masivas. El meca­
nismo de casos individuales resulta a 
este respecto notoriamente insuficiente y  
es necesario abordar estas situaciones 
con un enfoque abarcador, como el 
que ha caracterizado a los informes 
generales. Por otra parte, no se advier­
te por qué de suyo los Informes 
Generales deberían dedicarse sólo a 
analizar la situación de violaciones 
masivas y  sistemáticas.

También resaltó el Presidente de la 
Comisión el problema del cumplimiento 
de las resoluciones de la Comisión 
por parte de los estados. Sobre este 
particular, observó que para un ade­
cuado funcionamiento del Sistema 
Interamericano de Protección las reso­
luciones de la Comisión debieran ser 
tomadas en cuenta seriamente por los 
estados, por lo cual, cuando éstos 
discrepen de la Comisión, tendrían que 
llevar el caso ante la Corte. Subrayó 
que algunos estados se encuentran 
estudiando la posibilidad de reformar 
su legislación interna en el sentido de



que, ante resoluciones de la Comisión, se 
deba obligatoriamente optar por una 
de dos alternativas: dar cumplimiento a 
la misma o presentar el caso ante la 
Corte (ningún estado ha presentado un 
caso contencioso ante la Corte desde 
que ésta entró en funcionamiento en
1978).

En sus intervenciones orales a 
continuación del discurso del 
Presidente de la Comisión, la mayoría 
de los estados reconocieron la legitimi­
dad del trabajo desempeñado por la 
Comisión. N o obstante, en algunas 
intervenciones de los estados parecía 
subyacer una cierta ambivalencia, 
puesto que lo más celebrado era la 
ausencia de Informes Generales sobre 
países en el Informe Anual de la 
Comisión, lo que, como hemos señala­
do, constituye en realidad un paso 
atrás en la protección de los derechos 
humanos en el Sistema.

Únicamente las delegaciones de 
Ecuador y  Perú se manifestaron abier­
tamente críticas al trabajo de la 
Comisión, señalando que la Comisión 
opera primordialmente sobre la base 
de criterios políticos,lo que se manifies­
ta incluso en la tramitación de casos 
individuales. L a  delegación del Perú 
también llamó la atención sobre el 
hecho de que en la resolución de la 
Asamblea General no se hacía referencia 
al terrorismo como forma de violación 
de los derechos humanos. Ecuador 
puso énfasis en las actividades de los 
delincuentes comunes, las cuales, a 
juicio de esta delegación, también 
vulnerarían los derechos humanos.

En su respuesta, el Presidente de la 
Comisión observó, respecto de la

alegación de parcialidad política, que 
no ha habido denuncias concretas de 
falta de imparcialidad o independencia. 
Acerca de las otras críticas formuladas 
por las delegaciones peruana y  ecuato­
riana, señaló que la protección de los 
derechos humanos es compatible con 
la lucha contra el terrorismo y  el 
narcotráfico, así como es compatible 
con la protección de la seguridad ciu­
dadana.

Por otra parte, dos resoluciones 
en relación con la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos 
que han estado pendientes durante 
algún tiempo en los órganos políticos 
de la O E A  continuaron en el mismo 
estado después de la Asamblea 
General. L a  primera de ellas se refiere 
a la ampliación del número de comisio­
nados de 7 a  11. L a  segunda estable­
cería un régimen de incompatibilidades 
para el trabajo en la Comisión. Las 
O N Gs han criticado ambas iniciativas, la 
primera porque en búsqueda de un 
pretendido equilibrio geográfico se 
dificultaría el trabajo de la Comisión, 
ya  entorpecido por insuficiencias 
presupuestarias, y  la segunda porque 
el régimen propuesto de incompatibili­
dades es parcial, y a  que en realidad 
perseguiría dificultar el trabajo en la 
Comisión de personas que hayan 
pertenecido a  organizaciones no- 
gubernamentales. A  este respecto cabe 
hacer notar que cuando un miembro 
de una O N G  (de su staff o de su direc­
torio) ha pasado a desempeñar fun­
ciones como comisionado o como 
miembro del staff de la Comisión inva­
riablemente ha renunciado a  la O N G , 
patrón que no se ha seguido, por ejem­
plo, cuando la persona desempeña fun­
ciones como Em bajador para su 
estado.



3. Corte Inter am ericana de 
D erechos H um anos

L a  intervención oral del Presidente 
de la Corte, Dr. Héctor Fix-Zamudio, 
no suscitó mayor controversia.

Uno los aspectos centrales de la 
mencionada intervención consistió en 
reafirmar la reciente recomendación 
conjunta de la Corte y  la Comisión 
en el sentido de que en la actualidad 
resulta inconveniente reformar el 
Sistem a Interamericano de Derechos 
Humanos.

A  propósito de esto último, la dele­
gación argentina planteó acaso en estos 
momentos no es de mayor importancia 
que los estados ratifiquen los instru­
mentos interamericanos de derechos 
humanos y  den cumplimiento a las 
resoluciones de los órganos de dere­
chos humanos contribuyendo así a  la 
eficacia del Sistem a más que se preocu­
pen por una revisión del Sistema.

Por su parte, con ocasión de la dis­
cusión del Informe de la Corte 
Interamericana de Derechos 
Humanos, la delegación de México 
aprovechó para anunciar que se 
encuentra considerando seriamente el 
reconocer la competencia contenciosa 
de este tribunal.

4. Com prom iso con las personas 
con discapacidad

Con ocasión de la Asamblea 
General se adoptó el “Compromiso de 
Panamá con las personas con discapa­
cidad en el continente americano.” En

este Compromiso jugaron un papel 
protagónico los gobiernos de Costa 
R ica y  Panamá, así como varias orga­
nizaciones no-gubernamentales.

El aspecto central de este documen­
to consiste en que encomienda al 
Consejo Permanente, a  través de su 
Grupo de Trabajo respectivo, que ela­
bore un Proyecto de Convención 
Interamericana Para la Eliminación de 
Todas las Form as de Discriminación 
por Razones de Discapacidad. Un 
anteproyecto ya  fue presentado por 
Panamá y  co-patrocinado por Costa 
Rica.

IV. Posibles reform as al sistem a 
interam ericano de derechos 
hum anos

Como se ha señalado antes en este 
trabajo, tanto en el Consejo 
Permanente como en la Asamblea 
General de la O E A  se ha venido plan­
teando por algunos estados la necesi­
dad de realizar una revisión global del 
Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos, con miras a una eventual 
reforma del mismo. Un hito central en 
este proceso lo constituirá el Seminario 
convocado para estos efectos por la 
Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos, que se celebrará en 
Washington en diciembre de 1996. Por 
lo central del tema lo analizamos ahora 
de manera separada.

En primer término, no puede dejar 
de llamar la atención la persistencia de 
parte de algunos estados por llevar 
adelante este proceso de revisión del



Sistema, en circunstancias que recien­
temente, y  según se ha hecho referen­
cia en este trabajo, la Comisión y  la 
Corte -esto es, precisamente los órga­
nos de derechos humanos del Sistema- 
han resaltado la inconveniencia de lle­
var a  cabo reformas en este momento.

En segundo término, cabe hacer 
notar que la propuesta por reformas ha 
sido de carácter genérico y  vago, 
yendo acompañada de un cierto her­
metismo respecto de cuáles serían 
específicamente las reformas supuesta­
mente necesarias. A  veces se han 
hecho referencias al pasar por parte de 
algunos estados americanos al proceso de 
reforma que se está llevando a  cabo al 
interior del Sistem a Europeo de 
Derechos Humanos. En el Sistem a 
Europeo, una vez reunidas las ratifica­
ciones necesarias del Protocolo 11, se 
procederá a  la fusión de la Comisión y  la 
Corte, permitiéndose el acceso directo 
de las víctimas al único órgano subsis­
tente: la Corte. Esto implicará, desde 
luego, que, en caso de tener éxito en 
sus denuncias individuales, las vícti­
mas obtendrán una decisión jurídica­
mente vinculante para el estado 
corr esp ondiente.

Sin embargo, la naturaleza de los 
debates en los órganos políticos de la 
O EA  y, en general, la actitud de los 
estados miembros de la O E A  frente a 
las resoluciones de los órganos de dere­
chos humanos, no permiten concluir 
que lo que se pretende es introducir 
una reforma al estilo de la del Sistema 
Europeo, sino que, más bien, lo que se 
intenta es debilitar y  desperfilar el 
Sistem a Interamericano. E s pertinente 
observar, a este respecto, que la 
mayoría de los estados que auspician

una revisión global del Sistem a han 
cuestionado en los últimos años la legi­
timidad del trabajo de la Comisión, 
pero sin que ello los haya llevado en ni 
un solo caso específico a presentar el 
asunto ante la Corte.

O tra pista acerca de las verdaderas 
intenciones de quienes auspician el 
proceso de revisión global lo propor­
ciona el hecho de que varios de estos 
estados han planteado que la Comisión 
debería transformarse en un órgano de 
promoción de los derechos humanos, 
es decir, que debería concentrarse en 
sus esfuerzos educativos y  de difusión 
y  dejar de lado sus labores de protec­
ción de tales derechos. Ello se ha plan­
teado basándose en el argumento de 
que la Comisión, en cuanto órgano 
protector, sólo tendría sentido para 
lidiar con dictaduras y  no con demo­
cracias, argumento que no encuentra 
sustento alguno en la Convención 
Americana Sobre Derechos Humanos 
ni en los demás instrumentos del 
Sistema. M uy por el contrario, el 
Sistema Interamericano ha sido 
construido sobre la aspiración de que 
los estados del hemisferio se rijan por 
sistemas democráticos de gobierno, 
pero no sistemas democráticos mera­
mente formales o nominales, sino regí­
menes que garanticen una vigencia 
efectiva de los derechos humanos. Por 
cierto, la sola realización de elecciones 
periódicas no conduce automáticamen­
te a la garantía de los derechos huma­
nos.

L a  Organización de Estados 
Americanos no puede darse el lujo de 
intentar retrodecer en la protección de 
los derechos humanos. Ello represen­
taría un precedente único y  nefasto a



nivel mundial, contradiciendo toda la 
lógica de los Sistemas Internacionales 
de Protección, encaminados en la 
dirección de consagrar de manera cada 
vez más amplia y  eficaz los derechos 
humanos.

Si lo que se pretendiera fuera una 
reforma del Sistem a orientada genui- 
namente a  mejorar la protección de 
tales derechos, ha aprobación de la 
misma por la Comisión y  la Corte, en 
su calidad de órganos especializados, 
debiera ser considerada como indis­
pensable. En este sentido, la reciente 
opinión de ambos órganos, que no 
recomiendan una reforma del Sistema, 
debería constituir un llamado de aten­
ción. Es evidente que ni la Comisión ni 
la Corte consideran perfecto el Sistema 
actual. Tampoco lo consideran así las

organizaciones no-gubernamentales. 
Sin embargo, lo que parece subyacer a la 
opinión manifestada por la Comisión y  la 
Corte es que, en el contexto actual, no 
parecen darse las condiciones para una 
reforma que signifique avances signifi­
cativos y, que al contrario, abrir un 
proceso de reforma podría acarrear 
retrocesos graves.

Por lo demás, el Sistem a actual no 
es rígido sino que se halla en evolución, 
y, sin necesidad de reformas, está en 
las manos de los propios estados el for­
talecer el Sistema, primordialmente a 
través de la ratificación de los instru­
mentos de derechos humanos, del 
reconocimiento de la competencia 
contenciosa de la Corte y  del cumpli­
miento de las resoluciones emanadas 
de los órganos del Sistema.



l{eseña de libros

Volunteers against cottflicts

Com entario por zAdama T)ieng*

Este libro, editado únicamente en 
inglés, es un brillante mosaico de la 
labor que los voluntarios de la O N U  
pueden y  han logrado realizar en este 
campo, en circunstancias particular­
mente difíciles. Estos voluntarios de la 
O N U  que narran sus experiencias son 
seres excepcionales por su denuedo y, 
a  pesar de los tremendos obstáculos 
con que tropezaron durante sus 
misiones, demuestran un gran profe­
sionalismo que obedece a una compe­
tencia y  un compromiso fuera de serie. 
E l espíritu de iniciativa que trasunta a  lo 
largo del libro es una demostración 
patente de los logros de los colabora­
dores de la O N U . Los relatos de 
quienes trabajaron en las operaciones 
de ex Yugoslavia, Mozambique, 
Somalia, Cam boya y  Ruanda ofrecen 
al lector aspectos importantes de la 
labor de los voluntarios de la institu­
ción, enfocados desde una perspectiva 
personal.

Cabe mencionar dos características. 
En primer lugar, los artículos personali­
zados, gracias a los cuales el lector vive 
la experiencia junto con el voluntario 
que la relata. E sta  narración personal 
permite conocer de cerca la labor de 
dichos voluntarios, la operación de la 
O N U  en general y  la reacción de la

gente del lugar respecto a  la misma. En 
segundo lugar, pero también de signifi­
cado primordial, las recomendaciones 
y  sugerencias que hacen los volunta­
rios al final de cada testimonio consti­
tuyen una provechosa fuente de 
información sobre las misiones de la 
O N U  en el terreno y  el perfecciona­
miento potencial de las mismas.

Tal como mencionado anteriormente, 
el libro ofrece al lector una imagen 
directa de las operaciones de la O N U  
en el terreno. Incluso se puede decir 
que el elemento más interesante de 
dicha imagen es la descripción de la 
manera en que la gente del lugar vive 
tales operaciones. L a  Sra. Nandini 
Srinivasan, refiriéndose a  los cursillos 
de educación cívica, recuerda la sed de 
conocimientos de los camboyanos 
acerca de la democracia y  de las expe­
riencias democráticas de otros países. 
Por su parte, la Sra. Diane Cocklin, 
observadora de las elecciones de 
Sudáfrica, piensa que su comporta­
miento en encuentros oficiales y  oficio­
sos, fue dictado por los sudafricanos. 
Tuvo la impresión de que los observa­
dores eran a su vez observados por 
todos los grupos raciales para saber si 
podían confiar en ellos, y  en última ins­
tancia en la O N U , en el proceso de las

Secretario G eneral de la  Com isión Internacional de Ju rista s .



elecciones v en el cambio que se estaba 
operando.

Las experiencias descritas en el 
libro también ilustran la manera en que 
se cumple la labor de la O N U  a nivel 
de base, la repercusión de la misma en 
la población y  la participación de esta 
última. Uno de los deberes de los 
voluntarios de la O N U  consiste preci­
samente en lograr que la población 
participe en las tareas que se han de 
realizar, ya  se trate del escrutinio de 
votos o de ayuda humanitaria, para 
aumentar la proyección de la labor 
realizada por la institución. Además, 
en muchos casos, esa participación 
ha propiciado la confianza de la pobla­
ción en los cambios que se estaban 
operando. El Sr. Glaucia Vaz Yoshiura 
comenta las arduas condiciones de 
trabajo de los mozambiqueños que 
inscribían a los electores y  el aporte 
masivo que recibieron de sus compa­
triotas. En calidad de observador de 
las elecciones, sabía perfectamente 
que: “los mozambiqueños habían
emprendido juntos un esfuerzo 
gigantesco para lograr que hubiera 
elecciones. Trabajaban duro, pues la 
democracia podía aportarles una paz 
duradera”.2

En algunos casos, los voluntarios de 
la O N U  fueron enviados a lugares 
remotos donde no había personal de la 
institución y  su presencia tuvo efectos 
positivos en la misión de la O N U . La 
Sra. Nandini Srinivasan lo explica

claramente cuando describe su labor 
en la preparación de las elecciones de 
Camboya: “E l primer mensaje y  el más 
eficiente que se hizo llegar a  los habi­
tantes del lugar fue que los voluntarios 
de la O N U , que formaban parte del 
personal de la Autoridad Provisional 
de las Naciones Unidas en Cam boya 
(A PR O N U C ), convivirían con ellos 
en sus aldeas durante los meses 
siguientes y  obrarían por lograr que se 
celebraran elecciones libres y  justas. El 
solo hecho de comunicar ese plan dio 
inicio a una relación sana, cálida y  per­
sonal con la gente.” L a  voluntaria 
concluye que ese método de trabajo 
completó la labor de la A P R O N U C , 
propiciando el apoyo local y  cimentó la 
relación con las bases.3

El Sr. Ben Otim, voluntario del 
A C N U R  en ex Yugoslavia, reafirma lo 
antedicho, subrayando la importancia 
de comprender a  la gente y  su cultura. 
Además, durante esa misión, descubrió 
que establecer relaciones de trabajo 
con los dirigentes de la comunidad 
consolida los esfuerzos por proteger a 
las minorías vulnerables. El Sr. Otim 
da un ejemplo de ello, narrando el lla­
mado que hizo a un alcalde serbio y  
que permitió evacuar a la musulmanes 
que corrían peligro de muerte. Una 
copa con el alcalde y  un poco de diplo­
macia de su parte, dieron el resultado 
que altos funcionarios del A C N U R  y  
altos oficiales de Zagreb no habían 
logrado conseguir.4

1 D iane Cocklin - The Politicd o f Recusar anee: International Presence a t the Local Level in South Africa, 
página 53.

2 G laucia V az YosKiura - Votingfor Peace: Preparing for Podt-war Denwcracy in Mozambique, página 27.
3 N andini Srin ivasan  - O rganiting Electionj in a  M ine Field: The Cambodian Challenge, págin a 19.
4 Benny Ben Otim  - Caaght in the Croddfire: Dilemmas o f Hum an Rights Protection in Former 

Yugoslavia, pág in a 127.



Tal como mencionado anteriormente, 
la otra peculiaridad importante del 
libro son las recomendaciones y  suge­
rencias de los voluntarios de la O N U . 
Mucho se puede aprender porque los 
artículos son una descripción directa 
de las dificultades encontradas en las 
diversas misiones en el terreno. Sería 
conveniente aconsejar vivamente a 
cada miembro del personal de la O N U  
asignado a  misiones similares que lea 
las recomendaciones porque en ellas 
encontrará directrices muy útiles.

S i bien la experiencia de cada 
voluntario es distinta, existen algunas 
semejanzas. En primer lugar, la voluntad 
que manifiesta la  mayoría de los volun­
tarios de quedarse en el lugar, una vez 
terminada su misión, para participar 
en la labor ulterior. E l Sr. Stephen P. 
Kinloch se dice desconcertado por la 
persistente ‘Taita de vínculos entre la 
operación de emergencia y  el desarrollo 
y  la reconstrucción a  mediano y  largo 
plazo” de Ruanda. Al respecto, señala 
que "los voluntarios de la O N U  pue­
den tender puentes entre la crisis y  el 
desarrollo, gracias a  su estrecho 
contacto con los habitantes del lugar y  a 
su experiencia en proyectos de desar­
rollo.”5

Otros voluntarios que trabajaron 
en Sudáfrica, Camboya y  Mozambique 
comparten las opiniones del Sr. 
Kinloch y  un sentimiento de frustra­
ción por no haber realizado la labor en 
su totalidad. Tal vez en futuras 
misiones, la O N U  pueda evitar dar esa

impresión de falta de coherencia por la 
escasez o impropiedad de los progra­
mas ulteriores a las intervenciones en 
casos de crisis.

Algunos voluntarios han expresado el 
deseo de que la O N U  establezca una 
clara distinción entre su papel en dere­
chos humanos y  en labor humanitaria, y  
su función de encontrar soluciones 
políticas a  los conflictos. E l Sr. Otim 
estima que de no ser así, lloverán más 
críticas sobre la O N U  y  lamenta que 
“en ex Yugoslavia, la asistencia huma­
nitaria se haya llevado a  cabo sin que 
hubiera solución política o militar algu­
na, lo que contribuyó a avivar el 
conflicto.”6 Según el Sr. Anthony C. 
Nweke, el fracaso de la misión en 
Somalia, obedeció principalmente a la 
incapacidad de la O N U  de establecer 
prioridades entre la labor humanitaria, el 
mantenimiento de la paz, y  la reconci­
liación.7 Por su parte, el Sr. Kinloch 
considera que el socorro humanitario 
no puede brindarse sin contar con asis­
tencia o protección militar. 8 Estas tres 
opiniones ponen de relieve cuestiones 
significativas que es preciso abordar.

L a  aplicación del respeto de las nor­
mas internacionales de derechos huma­
nos constituye una preocupación 
primordial en relación con la clase de 
misiones llevadas a cabo en países 
como Somalia, Camboya y  ex 
Yugoslavia. E l Sr. Otim considera que 
la misión en ex Yugoslavia “subrayó 
la necesidad de contar con políticas 
más claras y  enérgicas que abarquen

5 Stephen P. K inloch - Backfrom  Rtvanda: Confronting the Aftermath o f Genocide, págin a 151.

6 V éase nota 5, págin a 129.
7  Anthony C. N w eke - Behiríd the Compound Walt; VolunteerLtm under Challenge in Som alia, página 173.

8 V éase nota 5, pág in a 148.



normas de base para tratar con las 
partes que violan sin tapujos las nor­
mas internacionales.”9

E l Sr. Nweke manifiesta su decep­
ción por el hecho de haber dedicado la 
mayor parte del tiempo que estuvo en 
Somalia a cumplir tareas que no cor­
responden a la labor de un voluntario 
de la O N U . Señala que a los volunta­
rios se les asignaba principalmente la 
labor de apoyo técnico y  administrati­
vo. A  su juicio, los voluntarios de la 
O N U  podrían haber cumplido tareas, 
por ejemplo, fuera del recinto de la 
O N U  pero nunca se estudió esa posi­
bilidad. 10Aun cuando la peculiaridad 
de la operación de la O N U  en Somalia 
debería tenerse en cuenta al considerar 
estas críticas, habría que evitar que los 
voluntarios se sintieran inútiles durante 
su misión porque se corre el riesgo de 
que ello comprometa la globalidad del 
program a de voluntarios de la O N U . 
L a  dificultad de intercambio con el 
personal permanente de la O N U  es 
una queja muy frecuente. Todos los 
voluntarios de la O N U  estiman que su 
papel y  sus logros no son entendidos ni 
valorados en su justa medida por el 
resto del personal de la institución. L a  
sugerencia del Sr. Glaucia Vaz 
Yoshiura de realizar “una campaña de 
sensibilización acerca de los volunta­
rios de la O N U  y  sus valiosos aportes, 
especialmente destinada al personal 
de carrera”11 debería estudiarse con

detenimiento. Además, los voluntarios 
abogan por una selección más meticu­
losa de quienes deben cuidar la paz, 
y a  que algunos no estaban suficiente­
mente motivados o creaban problemas 
sociales tales como la prostitución. L a  
Sra. Srinivasan propone que se utilicen 
directrices más estrictas para contra­
tar, instruir y  formar al personal que se 
encargará de esta tarea.

Por todo lo antedicho, el libro 
VoLunteerJ Againét Conflict es excelente y  
leerlo será provechoso para el personal 
de los órganos de la O N U , las organi­
zaciones no gubernamentales y  las 
organizaciones intergubernamentales, 
así como para los académicos y  parti­
culares que se interesan por todas las 
facetas de las misiones de la O N U  en 
el terreno. E l último artículo que lleva 
por título The Art of Bu.Lldi.ng Peace: 
Artigan SkilLí for Development and Peace 
for South Asia supone una conclusión 
apropiada. El Sr. Shantum Seth explica 
que mediante programas de desarrollo 
se puede evitar que estallen divisiones 
de carácter racial, religioso o de 
casta.13 E l mensaje del mismo, que 
coincide con la idea global del libro, 
radica en que prevenir los conflictos 
puede y  debe reducir las desigualdades 
sociales y  que todos aquellos que se 
interesan por los derechos humanos, 
deberían bregar por un mayor respeto de 
todos esos derechos.

9 V éase nota 4 , págin a 128.

10 V éase nota 7, págin a 172.
11 V éase nota 2, págin a 84.
12 V éase nota 3, págin a 33.
13 Shnatum  Seth - The A rt of BuHding Peace: Artútan SkilLt for Development andPeace in South A lia, pági­

na 198.



Educación en materia de derechos humanos: 

Nuevo manual para cursos universitarios

Tras medio siglo de movimiento 
internacional en defensa de los dere­
chos humanos, y a  no se plantea la 
cuestión de saber si las universidades 
del mundo han de impartir cursos en la 
materia. E l nuevo manual para estu­
diantes International Human Rightd in 
Context: Law, Politice, M orab de Steiner 
y  Alston, supone un aporte importante a 
la colección de libros que pueden utili­
zarse en el creciente número de cursos 
sobre derechos humanos.

En muchos países, particularmente 
de Europa y  Norteamérica, la educa­
ción en materia de derechos humanos 
figura en los programas de derecho, 
relaciones internacionales, salud pública, 
desarrollo económico, religión y  educa­
ción. Ello no es sorprendente porque 
los ideales que animan los derechos 
humanos forman parte de la conciencia 
moderna y  universal, constituyen un 
discurso y  un tema por sí mismos o ele­
mento vital de muchos otros.

Los cursos universitarios deben 
tener varios objetivos: ampliar los
conocimientos en esta esfera; instruir a 
los estudiantes, que pueden llegar a  ser 
dirigentes del movimiento de derechos 
humanos, acerca de las posibilidades y  la 
propiedad de los mismos en el campo 
del desarrollo, y  alentar el estudio y  la 
crítica del movimiento de derechos 
humanos con miras a mejorarlo.

El nuevo manual, editado por

Oxford Unwer.iily Predd en 1996, cumple 
con todos estos objetivos y  puede utili­
zarse en los cursos de las distintas 
facultades. Los autores son dos expertos 
de renombre: Henry Steiner, profesor 
de la Facultad de Derecho de H arvard 
y  Director del Program a de derechos 
humanos de la misma, y  Philip Alston, 
profesor del Instituto Europeo 
Universitario de Florencia y  de la 
Universidad Nacional Australiana.

El manual de 1.250 páginas consta 
de extensos textos y  cuestiones de los 
autores, una idónea selección de material 
indispensable (informes de organiza­
ciones intergubernamentales y  O N G, 
tratados, resoluciones y  decisiones) y  
fragmentos de textos de lectura com­
plementaria sobre derecho, teoría jurí­
dica, y  otras disciplinas pertinentes 
tales como relaciones internacionales, 
teoría política y  antropología. Los 
temas tratados abarcan: derechos
civiles y  políticos; derechos económi­
cos y  sociales; instituciones interguber­
namentales y  no gubernamentales; 
tratados de derechos humanos de 
carácter regional y  universal; política 
exterior y  derechos humanos; demo­
cratización; derechos de la mujer; auto­
determinación, responsabilidad penal 
individual por crímenes de guerra, y  
derechos humanos y  desarrollo econó­
mico. También se abordan cuestiones 
tales como el relativismo cultural y  el 
alcance del movimiento de derechos 
humanos, tanto en lo que se refiere a la



actividad estatal como a la privada, y  a 
los conceptos de soberanía y  las prer­
rogativas del Estado que están en 
plena transformación.

El Programa de derechos humanos 
de la Facultad de Derecho de H arvard 
ha comprado 300 ejemplares de este

manual a  la editorial y  los ha hecho 
llegar gratuitamente a  una serie de 
dirigentes de O N G  y  profesores de 
derechos humanos de los países en 
desarrollo. E l ejemplar en edición 
de bolsillo cuesta 30 libras esterlinas o 
45 dólares; cursar pedidos a  Oxford 
Univerdity Predd, Reino Unido.
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N ig eria  y e l  Im p e rio  d e l D e r e ch o
Publicado por la C I J  en uigléd, 239págd. Ginebra, 1996.

17francos duizod, mád franqueo podtal

E ste informe - publicado en agosto  de 1996 - estudia las repercusiones de la  hege­
m onía militar en todos los aspectos de la  v ida  en N igeria  de 1985 a  1995. Pone de 
relieve que la  interferencia del Poder E jecutivo en el sistem a judicial perjud ica al 
Im perio del D erecho. Pide al gobierno m ilitar la  abrogación  inm ediata de todos sus 
decretos ejecutivos (incluso los retroactivos) que violan las norm as internacionales de 
derechos hum anos. Insta a  la  abolicición de todos los tribunales m ilitares que - bajo 
el terror - han usurpado la  jurisdicción sobre m aterias constitucionales. D eclara  que 
el gobierno debe devolver la  legítim a jurisdicción a  los tribunales civiles en todo el país 
y  solicita tam bién de la  com unidad internacional u n a acción adecuada al respecto. E l 
informe tiene anexos q u e ,¿nter a lia , incluyen ciertos decretos recientes del gobierno, 
asi com o resoluciones sobre N igeria  de la  O N U  y  de la  Com isión A fricana de los 
D erechos H um anos y  de los Pueblos.
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In fo rm e  d e u n  S em in a rio  In te r n a cio n a l e n  B o liv ia

Publicado por la C I J  en español, 190 págd.
Ginebra, 1996 - 15francod duizod, m ás franqueo podtal

Informe de un Sem inario llevado a  cabo en C ochabam ba, Bolivia, en m arzo de 1996, 
p ara  fundam entalm ente m ejorar la  capacitación de los indígenas en la  defensa de sus 
derechos. E l Sem inario fue organizado conjuntam ente p o r la  Comisión Internacional 
de Ju ris ta s , la  Com isión A ndina de Ju r is ta s  (con sede en Lim a, Perú) y  el Centro de 
Asesoram iento L egal y  D esarrollo  Social C A S D E L  (con sede en Cochabam ba, 
Bo liv ia ). L a  publicación contiene valiosas contribuciones de diversas organizaciones 
indígenas, así como de expertos nacionales y  extran jeros sobre tem as tales como : 
situación jurídica, económ ica y  social de diversos grupos y  com unidades indígenas en 
Bolivia; análisis de los conceptos Constitucionales de Estado  plurinacional y  multiét- 
nico; de derechos que los indígenas com parten con el resto de la  población y  de otros 
que les pertenecen por su  prop ia calidad de indígenas; derechos a  la  tierra y  al terri­
torio; situación de la  m ujer indígena; m ecanism os internacionales - regionales y  uni­
versales - p a ra  proteger los derechos de los pueblos indígenas.
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